


Capítulo 1 
LOS ORÍGENES DE L A INDEPENDENCIA 
HISPANOAMERICANA 

España era una metrópoli antigua, pero sin desarrollar. A fines del siglo X V I I I , 
después de tres siglos de dominio imperial, Hispanoamérica aún encontraba en su 
madre patria un reflejo de sí misma, ya que si las colonias exportaban materias 
primas, lo mismo hacía España; si las colonias dependían de una marina mercante 
extranjera, lo mismo sucedía en España; si las colonias eran dominadas por una 
élite señorial, sin tendencia al ahorro y a la inversión, lo mismo ocurría en España. 
Pero, por otro lado, las dos economías diferían en una actividad, ya que las colo-
nias producían metales preciosos y la metrópoli no. Sin embargo, a pesar de existir 
esta excepcional división del trabajo, ésta no beneficiaba directamente a España. 
He aquí un caso extraño en la historia moderna: una economía colonial depen-
diente de una metrópoli subdesarrollada. 

Durante la segunda mitad del siglo xvm, la España borbónica hizo balance de 
sí misma y buscó la manera de modernizar su economía, sociedad e instituciones. 
La ideología reformista era de inspiración ecléctica y se planteaba objetivos prag-
máticos; el punto de arranque de las reformas se estableció en la propia situación 
española, especialmente en lo referente a la disminución de la productividad. Las 
soluciones se buscaron en diferentes escuelas de pensamiento; así, las ideas de los 
fisiócratas se invocaban para establecer la primacía de la agricultura y el papel del 
Estado; el mercantilismo, para justificar una explotación más eficaz de los recur-
sos de las colonias; el liberalismo económico, para erradicar las restricciones co-
merciales e industriales. La Ilustración también ejerció su influencia, pero ésta se 
dio no tanto en el campo de nuevas ideas políticas o filosóficas como en la prefe-
rencia por la razón y la experimentación, entendidas como opuestas a la autoridad 
y la tradición. Si bien estas tendencias divergentes pudieron existir conjuntamente 
en la mente de los intelectuales, ayudan a explicar la inconsistencia de las formula-
ciones políticas, así como que la modernidad luchara al lado de la tradición. 

El deseo principal consistía más en reformar las estructuras existentes que en 
establecer otras nuevas, y el principal objetivo económico residía más en mejorar 
la agricultura que en promover la industria. El gran crecimiento demográfico del 
siglo xvm presionó sobre la tierra. El número de españoles aumentó un 57 por 100, 
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pasando de los 7,6 millones de principios de siglo a los 12 de 1808. La creciente 
demanda de productos agrícolas, tanto en España como en el mercado internacio-
nal, hizo subir los precios y las ganancias de los propietarios. A l mismo tiempo, 
el crecimiento de la población rural originó una gran demanda de tierra, y las ren-
tas empezaron a subir incluso en mayor grado que los precios. Ahora más que nun-
ca, resultaba de vital importancia mejorar las técnicas, comercializar la producción 
y abatir los obstáculos que impedían el crecimiento. La ley de granos de 1765 abo-
lió la tasa sobre éstos, permitiendo el libre comercio de cereales en España y su 
exportación, excepto en tiempos de escasez. En 1788, los propietarios obtuvieron 
el derecho a cercar sus tierras y a arar tierras de pasto. Hubo una distribución limi-
tada de tierras de patrimonio real, municipales y eclesiásticas. Por otro lado, las 
regulaciones del comercio libre, desde 1765, hicieron desaparecer las peores restric-
ciones que pesaban sobre el comercio con la América española. 

Las mejoras económicas no conllevaron un gran cambio social. Entre los refor-
madores gubernamentales que deseaban aumentar la producción de alimentos, los 
propietarios —sobre todo miembros de la nobleza y del clero—, que querían maxi-
malizar sus ingresos, y los exportadores, que buscaban nuevos mercados, existían 
intereses coincidentes. Pero apenas se dejaba entrever una incipiente clase media. 
Los comerciantes eran activos en el comercio de ultramar, mientras que en algunas 
provincias de la Península surgían nuevos fabricantes. En Cataluña se había des-
arrollado una moderna industria algodonera y lanera que exportaba a América vía 
Cádiz y estaba buscando unos puntos de salida más directos. Los comerciantes y 
los manufactureros querían liberalizar el comercio aún más, y esperaban encontrar 
en América los mercados que no se podían asegurar en España. De hecho, se anti-
ciparon al comercio libre y se aprovecharon de él. 

España, sin embargo, perdió la oportunidad de efectuar un cambio fundamen-
tal en el siglo xvm y terminó por abandonar el camino de la modernización. Pa-
recía que los castellanos no deseaban acumular capital para invertirlo en la indus-
tria, ni tan siquiera en el fomento de la industria popular (las industrias artesanales, 
tan queridas por algunos reformadores), y preferían en cambio adquirir más tierra 
e importar productos suntuarios. Los proyectos de reforma agraria se vieron frus-
trados por la apatía del gobierno y la oposición de poderosos intereses; los ingresos 
agrícolas permanecieron bajos y de este modo obstaculizaron el desarrollo de un 
mercado nacional necesario para la industria. La infraestructura se encontraba asi-
mismo en franca obsolescencia. Hacia 1790 el sistema de transportes era incapaz 
de cubrir la demanda existente o de satisfacer las necesidades de una población cre-
ciente; el transporte fue un grave obstáculo que impidió el crecimiento económico 
de Castilla y la privó de desarrollar su propia industria o bien de convertirse en 
un mercado para la industria de otras regiones. Cataluña y otras zonas marítimas 
encontraban más fácilmente mercados y fuentes de materias primas en el exterior, 
por vía marítima, que en Castilla por tierra. Por último, a excepción de las ciuda-
des catalanas y de unos cuantos puertos del norte de España, la organización mer-
cantil era débil. A pesar del soporte del Estado, la trayectoria de la mayoría de las 
compañías comerciales era poco impresionante, padeciendo como padecían falta 
de capital y lentitud de las transacciones, especialmente las que se hacían con Amé-
rica. La infraestructura comercial estaba tan atrasada que, aunque España produ-
cía suficiente grano, las regiones costeras a menudo tenían que importarlo, mien-
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tras que también se perdían las ocasiones de poderlo exportar: «no hablemos de 
los 60.000 barriles de harina que por lo menos necesita la isla de Cuba y que po-
dían y debían enviarse de España, lucrándose nuestra agricultura de más de 
20.000.000 de reales que sacan anualmente de aquella colonia los anglo-americanos 
por este artículo».1 

Es verdad que en la segunda mitad del siglo x v m existió una cierta recupera-
ción económica en la que la industria catalana y el comercio colonial tuvieron su 
propio peso. Pero España continuó teniendo una economía esencialmente agraria, 
y el comercio exterior fue considerado sobre todo como salida de productos agrí-
colas. En última instancia, las medidas modernizadoras del reinado de Carlos I I I 
(1759-1788) se concibieron para revitalizar el sector tradicional de la economía y 
pusieron en evidencia más que nunca que el mundo hispánico no estaba construido 
sobre la división de trabajo entre la metrópoli y las colonias, sino sobre ominosas 
similitudes. Las viejas estructuras sobrevivieron y el movimiento reformista se co-
lapso en medio del pánico producido por la Revolución francesa y la consiguiente 
reacción durante el reinado de Carlos IV (1788-1808). El éxito de la monarquía ab-
soluta dependía entre otras cosas del carácter del monarca. Bajo Carlos IV la mo-
narquía perdió toda credibilidad como gestora de la reforma. Los hombres de go-
bierno dieron paso a los cortesanos y la designación de Manuel Godoy significó 
un retorno a las prácticas de los últimos Habsburgo; el nuevo primer secretario fue 
un valido clásico, que no debía su situación a ninguna cualidad personal, sino tan 
sólo al favor real. Godoy trató a América como si fuera exclusivamente una fuente 
proveedora de metales preciosos y a sus gentes como simples contribuyentes. 

Entretanto, si Hispanoamérica no podía tener en España a un abastecedor in-
dustrial y a un socio comercial, existía otra alternativa. Durante el siglo x v m la 
economía británica estaba efectuando un cambio revolucionario, y de 1780 a 1800, 
cuando la Revolución industrial se torna realmente efectiva, experimentó un creci-
miento comercial sin precedentes que se basaba principalmente en la producción 
fabril de tejidos. Fue entonces cuando la industria algodonera del Lancashire co-
noció su gran expansión, mientras la producción de hierro y acero mostraba tam-
bién una importante tasa de crecimiento. Francia, el primer país en seguir el ejem-
plo de Gran Bretaña, aún se encontraba rezagada en cuanto a productividad y la 
distancia aún se acrecentó más, a partir de 1789, durante la guerra y el bloqueo. 
En este momento, Gran Bretaña no tenía virtualmente rival. Se exportaba una pro-
porción sustancial —posiblemente en torno a un tercio— de toda la producción 
industrial. Hacia 1805, la industria algodonera exportaba el 66 por 100 de su pro-
ducción total, la lanera el 35 por 100 y el hierro y el acero el 23,6 por 100. A lo 
largo del siglo x v m el comercio británico había ido contando de forma creciente 
con el mercado colonial. Mientras que a principios de siglo el 78 por 100 de las 
exportaciones británicas se dirigían a Europa, a finales del mismo los mercados 
protegidos de las potencias europeas rivales de la Gran Bretaña absorbían tan sólo 
el 30 por 100, Norteamérica otro 30 por 100 y el 40 por 100 restante se dirigía a 
«todas las partes del mundo», lo que en realidad significa hacia el imperio británi-
co, especialmente a las Indias Occidentales (25 por 100), incluidas las colonias ameri-

1. Correo Mercantil, 25 octubre 1804, referencia en Gonzalo Anes, Las crisis agrarias en la 
España Moderna, Madrid, 1970, p. 312. 
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canas de España. De hecho, la única limitación existente en la expansión de las ex-
portaciones británicas en los mercados coloniales era el poder adquisitivo de sus 
clientes, y éste dependía de lo que ellos podían ganar con sus exportaciones a Gran 
Bretaña. Si bien la América española sólo generaba una limitada gama de produc-
tos exportables a Inglaterra, disponía de un medio de intercambio vital: la plata. 
En consecuencia, Gran Bretaña apreciaba su comercio con la América española 
y buscó el medio de expandirlo, ya fuera a través del comercio de reexportación 
desde España, ya fuera a través de las redes de contrabando existentes en las Indias 
Occidentales y el Atlántico sur. 

Estos factores, desde luego, no significaron una política británica de carácter 
imperialista en Hispanoamérica, ni un propósito de expulsar de ella a España por 
la fuerza. El gobierno británico no tenía proyectos ni de conquista ni de liberación. 
A pesar de las presiones ejercidas por los exiliados hispanoamericanos y de las in-
citaciones de los interesados comerciantes, Gran Bretaña se mantuvo al margen. 
El argumento comercial esgrimido para forzar su intervención en Hispanoamérica 
no fue considerado suficiente como para justificar la lucha por abrir nuevos mer-
cados. Hasta la crisis de los años 1806-1807, cuando parecía que el continente europeo 
quedaría cerrado a las exportaciones británicas, las salidas existentes se considera-
ban adecuadas. El mercado hispanoamericano, aunque era valioso y lo suficiente-
mente importante como para que se incrementara hasta donde fuera posible, nun-
ca fue tan vital como para exigir su incorporación al imperio británico. Sin embargo, 
el mercado se había mostrado vulnerable a la penetración británica y los consumi-
dores se mostraron dispuestos. Durante los años de guerra con España, especial-
mente después de 1796, cuando la flota británica bloqueó Cádiz, las exportaciones 
británicas cubrieron la consiguiente escasez en las colonias españolas. El contraste 
entre Gran Bretaña y España, entre crecimiento y estancamiento, entre potencia 
y debilidad, ejerció un poderoso efecto en la conciencia de los hispanoamericanos. 
Además, existía otro componente psicológico: si una potencia mundial como Gran 
Bretaña podía perder la mayor parte de su imperio americano, ¿con qué derecho 
perduraba el de España? 

El imperio español en América descansaba en el equilibrio de poder entre va-
rios grupos: la administración, la Iglesia y la élite local. La administración ostenta-
ba el poder político, pero su poder militar era escaso y asentaba su autoridad en 
la soberanía de la corona y en sus propias funciones burocráticas. La soberanía se-
cular estaba reforzada por la de la Iglesia, cuya misión religiosa se apoyaba en el 
poder jurisdiccional y económico. Pero el mayor poder económico estaba en ma-
nos de las élites, propietarios rurales y urbanos, que englobaban a una minoría de 
peninsulares y a un mayor número de criollos. En el siglo xvm, las oligarquías lo-
cales, basadas en importantes intereses territoriales, mineros y mercantiles, y en los 
estrechos lazos de amistad y de alianza con la burocracia colonial, con el círculo 
del virrey y con los jueces de la audiencia, así como en un fuerte sentido de identi-
dad regional, estaban bien establecidas a lo largo de toda América. La debilidad 
del gobierno real y su necesidad de recursos permitieron a estos grupos desarrollar 
efectivas formas de resistencia frente al distante gobierno imperial. Se compraban 
oficios y se realizaban tratos informales. A l ceder ante las presiones y al tratar de 
evitar los conflictos la burocracia tradicional reflejaba dicha situación, y de hecho 
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se convertía no en el agente del centralismo imperial, sino en un intermediario en-
tre la corona española y sus subditos americanos; venía a ser más bien una delega-
ción burocrática que el instrumento de un Estado centralista. Los Borbones encon-
traron esta situación del todo inaceptable. 

La política borbónica alteró la relación existente entre los principales grupos 
de poder. La propia administración fue la primera en perturbar el equilibrio. El 
absolutismo ilustrado fortaleció la posición del Estado a expensas del sector priva-
do y terminó por deshacerse de la clase dominante local. Los Borbones revisaron 
detenidamente el gobierno imperial, centralizaron el control y modernizaron la bu-
rocracia; se crearon nuevos virreinatos y otras unidades administrativas; se desig-
naron nuevos funcionarios, los intendentes, y se introdujeron nuevos métodos de 
gobierno. Éstos consistían en parte en planes administrativos y fiscales, que impli-
caban al tiempo una supervisión más estrecha de la población americana. Lo que 
la metrópoli concibió como un desarrollo racional las élites locales lo interpretaron 
como un ataque a los intereses locales. Por ejemplo, los intendentes sustituyeron 
a los alcaldes mayores y a los corregidores, funcionarios que tenían una larga expe-
riencia en conciliar intereses encontrados. No obtenían sus ingresos de un sueldo, 
sino a través de actividades mercantiles, tales como comerciar con los indios que 
tenían bajo su jurisdicción, avanzar capital y crédito, proporcionar instrumentos 
de trabajo y materias primas y ejercer un monopolio económico en su distrito. Sus 
avaladores financieros —los comerciantes especuladores de las colonias— garanti-
zaban unos ingresos y gastos a los funcionarios entrantes, quienes así forzaban a 
los indios a tomar préstamos en metálico y en suministros para que cultivaran pro-
ductos exportables o simplemente para que consumieran productos adicionales. En 
esto consistía el conocido «repartimiento de comercio», y a través de él se satisfa-
cían distintos grupos de intereses. Los indios se veían forzados a producir y a con-
sumir, los funcionarios reales recibían un salario, los comerciantes obtenían pro-
ductos agrarios exportables y la corona se ahorraba los sueldos. Sin embargo, el 
precio le resultaba caro en otros aspectos, pues suponía abandonar el control impe-
rial frente a las presiones locales. Esta práctica estaba muy extendida en México, 
y en Perú influyó en la gestación de la rebelión indígena de 1780. 

Los reformadores españoles decretaron la abolición de todo el sistema en nom-
bre de una administración racional y humana. La Ordenanza de Intendentes (1784 
en Perú, 1786 en México), instrumento básico de la reforma borbónica, acabó con 
los repartimientos y sustituyó a los corregidores y a los alcaldes mayores por los 
intendentes, que eran asistidos por subdelegados en los pueblos de indios. La nue-
va legislación introdujo funcionarios remunerados y garantizó a los indios el dere-
cho a comerciar y a trabajar como quisieran. La reforma administrativa no funcio-
nó como se esperaba. Los intereses coloniales, tanto los de los peninsulares como 
los de los criollos, consideraron paralizante la nueva política y se resentían de la 
inusitada intervención de la metrópoli. La abolición de los repartimientos consti-
tuía una amenaza no sólo para comerciantes y terratenientes, sino también para 
los indios mismos, poco acostumbrados a utilizar dinero en un mercado libre y de-
pendientes del crédito para la adquisición de ganado y de mercancías. ¿Cómo se 
podría ahora incorporar a los indios a la economía? Los capitalistas privados du-
daron en introducirse en el lugar que antes ocupaban los funcionarios y avanzar 
crédito porque temían que fuese ilegal. Así pues, hubo confusión y la producción 
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y el comercio salieron perjudicados. Algunos esperaban la supresión de las inten-
dencias y la reposición de los repartimientos. Otros se tomaron la ley por su cuen-
ta. En México y Perú, reapareció el repartimiento, ya que los subdelegados querían 
redondear sus ingresos, los propietarios deseaban ejercer control sobre la mano de 
obra y a los comerciantes les interesaba restablecer los viejos mercados. Después 
de un corto trasiego, la política de los Borbones fue saboteada en las colonias mis-
mas; las élites locales respondieron de forma negativa al nuevo absolutismo y pronto 
tendrían que decidir si querían hacerse con el poder político a fin de evitar nuevas 
medidas legislativas ilustradas. 

Los Borbones del mismo modo que fortalecieron la administración, debilitaron 
la Iglesia. En 1767 expulsaron de América a los jesuítas; unos 2.500 individuos, 
!a mayoría de ellos americanos, tuvieron que marchar de su propia tierra, así como 
de sus misiones. La expulsión fue un ataque a la parcial independencia que tenían 
los jesuítas y a la vez una reafirmación del control imperial. Porque en América los 
jesuítas gozaban de gran libertad; en Paraguay tenían un enclave fortificado; sus 
haciendas y otras formas de propiedad les confería un poder económico indepen-
diente, que se fue incrementando gracias a sus éxitos en diferentes actividades em-
presariales. A largo plazo, los hispanoamericanos fueron ambivalentes respecto a 
la expulsión. Por una parte, los bienes de los jesuítas, expropiados en 1767, sus ex-
tensas tierras y sus ricas haciendas, fueron vendidos a la gente más rica de las colo-
nias, es decir, a las familias criollas que contaban con suficiente numerario como 
para participar en las subastas. Sin embargo, de una forma más inmediata, los his-
panoamericanos consideraron la expulsión como un acto de despotismo, un ata-
que directo contra sus compatriotas y a sus propios países. De los 680 jesuítas ex-
pulsados de México, cerca de 450 eran mexicanos; de los aproximadamente 360 
expulsados de Chile, cerca del 58 por 100 eran chilenos, mientras que el 25 por 100 
eran españoles y el resto procedía de distintos puntos de Europa y de América. Su 
exilio de por vida provocó gran resentimiento no sólo entre ellos, sino también en-
tre sus familias y los simpatizantes que dejaron atrás. 

«Todo privilegio es odioso», dijo el conde de Campomanes. Cuestión esencial 
de la política borbónica fue su oposición a las corporaciones que poseían privile-
gios especiales dentro del Estado. La encarnación del privilegio era la Iglesia, cu-
yos fueros le daban inmunidad frente a la jurisdicción civil y cuya riqueza la con-
virtió en la principal fuente de inversión de capitales en la América española. El 
poder de la Iglesia, aunque no su doctrina, fue uno de los blancos principales de 
los reformistas borbónicos. Buscaron la manera de poner al clero bajo la jurisdic-
ción de los tribunales seculares y a lo largo del intento recortaron de forma crecien-
te la inmunidad eclesiástica. Después, cuando las defensas de la Iglesia se debilita-
ron, quisieron poner sus manos sobre sus propiedades, ante lo que el clero reaccionó 
vigorosamente. Si bien no se enfrentó al regalismo borbónico, se resintió amarga-
mente de la violación de sus privilegios personales. Resistió ante la política borbó-
nica y en muchas ocasiones recibió el apoyo de laicos piadosos. El bajo clero, cuyo 
fuero constituía virtualmente su única ventaja material, fue el más afectado y de 
entre sus filas, particularmente en México, se reclutarían muchos de los oficiales 
insurgentes y jefes de la guerrilla. 

El ejército constituía otro foco de poder y privilegios. España no disponía de 
'.os medios para mantener grandes guarniciones de tropas peninsulares en América 
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y se apoyaba principalmente en milicias de americanos, reforzadas por unas pocas 
unidades peninsulares. A partir de 1760 se creó una nueva milicia y la carga de la 
defensa la soportaron abiertamente las economías y las tropas de las colonias. Pero 
las reformas borbónicas tenían a menudo consecuencias contradictorias: para estimu-
lar el reclutamiento, se confería a los miembros de la milicjjLeliue.ro militar, un es-
tatus que daba a los criollos, y hasta cierto punto incluso a las castas, los privilegios 
y las inmunidades de que ya disfrutaban los militares españoles, particularmente 
la protección de una ley militar, en detrimento de la jurisdicción civil. Por otra par-
te, puesto que la defensa del imperio estaba siendo encomendada cada vez más a 
la milicia colonial y era dirigida en muchas ocasiones por oficiales criollos, España 
creó un arma que en última instancia podía volverse contra ella. Incluso antes de 
que se llegara a esta situación, la milicia creó problemas de seguridad interna. 

En Perú, al estallar la rebelión indígena de 1780, la milicia local se limitó ini-
cialmente a observar el movimiento, y luego fue severamente derrotada. Puesto que 
su eficacia y su lealtad eran dudosas, las autoridades decidieron que era un riesgo 
demasiado grande emplear una milicia constituida por tropas mestizas y oficiales 
criollos —muchos de los cuales tenían sus propias quejas contra la política bor-
bónica— en una campaña de contrainsurgencia dirigida hacia indios y mestizos. 
Para aplastar la rebelión, se enviaron desde la costa unidades del ejército regular, 
dirigidas por peninsulares y compuestas en gran medida por negros y mulatos apo-
yados por conscriptos indígenas leales. A raíz de la rebelión, España adoptó una 
serie de medidas para reforzar el control imperial. Se redujo el papel de la milicia 
y la responsabilidad de la defensa recayó de nuevo en el ejército regular. Los oficia-
les de alto rango, tanto en las unidades regulares como en la milicia, eran ahora 
españoles. Por otro lado, se restringió el fuero militar, sobre todo en el caso de los 
no blancos. Con ello se evitó que la milicia llegara a ser una organización indepen-
diente y los criollos se vieron detenidos en su carrera de promoción militar. Todo 
ello fue fuente de resentimientos que de momento no se manifestaron abiertamen-
te, dada la peculiar estructura social del Perú. El miedo a las masas indias y mesti-
zas fue un poderoso acicate a la lealtad entre los criollos y una potente razón para 
aceptar el dominio de los blancos aun cuando éstos fueran peninsulares. 

En México también se registró una reacción contra la participación de los crio-
llos en las tareas de defensa. A fines del siglo xvm el virrey Revillagigedo estimó que 
era una locura distribuir armas a los indígenas, negros y castas, y expresó sus dudas 
respecto a las verdaderas lealtades de los oficiales criollos. En el fondo, los peninsu-
lares desconfiaban de los americanos, razón suficiente como para explicar el reduci-
do número de criollos que pudo ingresar en las jerarquías militares, incluso en los 
períodos en que España no podía darse el lujo de enviar oficiales desde Europa. 
La lección aprendida por los mexicanos fue que tanto el acceso a las promociones 
militares como en la administración comenzaba a ser cada vez más restringido. Apa-
rentemente, la hostilidad oficial contra las instituciones y privilegios corporativos 
coincidió con una fuerte reacción contra la participación criolla en el gobierno. 

En otras regiones del imperio las crecientes necesidades defensivas probaron ser 
más fuertes que los prejuicios imperiales contra los americanos. Durante el siglo 
x v m España reorganizó las guarniciones de las Américas, estableciendo batallo-
nes fijos, que reforzarían las guarniciones locales en tiempos de guerra; un elemen-
to significativo fue la estipulación de que el ejército debía estar compuesto predo-

milicjjLeliue.ro
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minantemente por peninsulares, con no más de un 20 por 100 de criollos. Esta nue-
va regla se aplicó en La Habana y en Cartagena, mientras en Santo Domingo y 
Puerto Rico el límite fue extendido a un 50 por 100. Las dificultades que presenta-
ba en otras regiones de las Indias el reclutamiento de españoles y su posterior trans-
porte parecen haber limitado estas restricciones a los puertos nombrados. Sin em-
bargo, a pesar de las restricciones, la americanización de las jerarquías militares 
continuó teniendo lugar. En 1789, de los 87 oficiales en el regimiento de Infantería 
de La Habana, 51 eran criollos. Aunque José de Gálvez, ministro de Indias, discri-
minó contra los criollos para fortalecer la autoridad real, especialmente en Nueva 
Granada y en Perú, la^am^teajuzaciojn^ljjéjr^^ colonias probó 
setjín proceso irreversible. No fue estimado como un riesgo demasiado excesivo. 
El nuevólm^éfiaTIsrno'no estaba basado en la militarización masiva para contener 
un enemigo interno. La corona todavía hacía descansar su poder sobre su antigua 
legitimidad y sobre el sistema administrativo colonial. 

A l mismo tiempo que limitaban los privilegios en América, los Borbones ejer-
cían un mayor control económico, obligando a las economías locales a trabajar di-
rectamente para España y enviar a la metrópoli el excedente de producción y los 
ingresos que durante años se habían retenido en las colonias. Desde la década de 
1750 se hicieron grandes esfuerzos para incrementar los ingresos imperiales. Sobre 
todo pesaron dos medidas: por un lado se crearon monopolios sobre un número 
creciente de mercancías, como el tabaco, el aguardiente, la pólvora, la sal y otros 
productos de consumo; por otro, el gobierno se hizo cargo de nuevo de la adminis-
tración directa de las contribuciones, cuyo cobro tradicionalmente se arrendaba. 
Las temidas alcabalas, o impuesto que se cobraba sobre todas las ventas, continua-
ron obstruyendo todas las transacciones, y ahora su tasa se elevó en algunos casos 
del 4 al 6 por 100, mientras que su percepción ahora se hizo más rigurosa. Los nue-
vos ingresos normalmente no se gastaban en América ni en trabajos ni servicios 
públicos. Rápidamente se convertían en metálico que se enviaba a España, despro-
veyendo de dinero a las economías locales. En México, los ingresos reales pasaron 
de los 3 millones de pesos de 1712 a los 14 millones anuales de finales de siglo. 
Seis de estos millones iban a Madrid como ganancias netas del erario. En los años 
buenos, los ingresos que proporcionaban las colonias podían representar el 20 por 
100 de los ingresos del erario español. Éstos, sin embargo, descendieron casi a cero 
en los años de guerra con Inglaterra, sobre todo en los años de 1797 a 1802 y de 
1805 a 1808, si bien incluso entonces la corona aún obtenía indirectamente ingresos 
de América, al vender letras de cambio y licencias para que los comerciantes neu-
trales —y a veces incluso los enemigos— pudieran comerciar con las colonias. 

A los americanos no se les consultó acerca de la política exterior española, aun-
que tuvieron que subvencionarla a través de impuestos crecientes y de la escasez 
provocada por la guerra. Además de las quejas generales de todos los consumido-
res, cada sector económico tenía sus agravios particulares. Los sectores mineros de 
México y Perú entregaron sumas importantes en concepto de quinto real, de los 
impuestos de guerra sobre la plata, de imposiciones sobre el refinado y la acuña-
ción, de los derechos sobre el aprovisionamiento de mercurio y pólvora (que era 
controlado por el Estado), por no mencionar los préstamos de guerra y otras con-
tribuciones extraordinarias. Además, a partir de 1796, cuando la guerra con Gran 
Bretaña impidió el abastecimiento de mercurio desde España, los mineros sufrie-
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ron graves pérdidas. Entonces, se consideró que las condiciones inherentes al do-
minio español eran un obstáculo a la productividad y al beneficio. Pero, con todo, 
como la minería tenía un valor extraordinario para España, ésta la favoreció. Des-
de 1775 el Estado contribuyó a que el costo del producto descendiera, al reducir 
a la mitad el precio del mercurio y de la pólvora, al eximir de alcabalas a los equi-
pamientos y a las materias primas, al extender las facilidades del crédito y, en gene-
ral, al mejorar la infraestructura de la industria. Otros sectores productivos no re-
cibieron un trato tan privilegiado. Los intereses agrícolas, por su parte, presentaban 
otra serie de quejas. Los estancieros se lamentaban de los numerosos impuestos que 
existían en las transacciones ganaderas y las alcabalas que pesaban sobre la com-
pra y venta de toda clase de animales; los productores de azúcar y aguardientes 
se quejaban de los altos impuestos; y los consumidores, tanto los peninsulares como 
los criollos y las castas, protestaban por las contribuciones existentes sobre los pro-
ductos de uso cotidiano. Aunque las cargas impositivas no convertían a sus vícti-
mas necesariamente en revolucionarios ni hacían que exigieran la independencia, 
engendraban de todos modos un clima de resentimiento y el deseo de establecer 
cierto grado de autonomía local. Desde aproximadamente 1765 la resistencia a los 
impuestos imperiales fue constante y a veces violenta. Y como desde 1779, con mo-
tivo de la guerra con Gran Bretaña (1779-1783), España empezó a apretar las tuer-
cas aún más, la oposición se hizo más desafiante. En Perú, en 1780 los desórdenes 
criollos quedaron superados por la rebelión indígena; por otro lado, en Nueva Gra-
nada, en 1781, los criollos y los mestizos sorprendieron a las autoridades por la 
violencia de sus protestas.2 Desde 1796, a causa de una nueva guerra en Europa, 
las exigencias contributivas no se detuvieron, y desde 1804 se elevaron aún más. 
Se pidieron donaciones a las ricas familias, en México ascendieron a sumas que 
oscilaban entre 50.000 y 300.000 pesos, y en el Perú, a sumas algo menores. Se exi-
gieron préstamos a los fondos de las pensiones militares y a otros fondos públicos, 
a los de los consulados y a los de los cabildos. Sin duda, algunas de estas donacio-
nes expresaban el patriotismo de peninsulares y funcionarios ricos, pero otras fue-
ron forzadas y ofensivas. El mayor agravio fue el causado por el decreto del 26 
de diciembre de 1804, la llamada «consolidación de vales reales», mediante la cual 
se ordenaba la confiscación de los fondos de caridad que existían en América y 
su remisión a España. 

A l ser aplicado a México, el decreto atacó donde más le dolía al patrimonio 
de la Iglesia. La Iglesia disponía de grandes recursos de capital. En particular, las 
capellanías y las obras pías poseían una gran reserva financiera acumulada a lo lar-
go de los siglos gracias a los legados de los creyentes. A l poner en activo estos capi-
tales, la Iglesia actuaba como una institución financiera, avanzando dinero a los 
comerciantes y a los propietarios o a cualquier persona que deseara obtener un prés-
tamo hipotecario para poder comprar una propiedad o para cualquier otra cosa, 
a cambio de pagar un interés anual del 5 por 100. La principal riqueza de la Iglesia 
en México consistía en capital, más que en bienes raíces, y el capital de la Iglesia 
era el principal motor de la economía mexicana. Con la aplicación del decreto, las 
capellanías y las obras pías perdieron muchos de sus caudales; esto afectó no sólo 
a la Iglesia, sino también a los intereses económicos de mucha gente que contaba 

2. Véase más adelante, pp. 26-28. 
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con los fondos de la Iglesia para obtener capital y crédito. Entre ellos había nobles 
hacendados y pequeños rancheros, propietarios urbanos y rurales, mineros y co-
merciantes, es decir, toda una variedad de tipos sociales, tanto españoles como crio-
llos. Quizá el peor perjuicio lo sufrieron un gran número de pequeños y medianos 
propietarios que no pudieron reunir el dinero con suficiente rapidez y se vieron obli-
gados a vender sus bienes en unas condiciones altamente desfavorables. Algunos 
terratenientes importantes tuvieron dificultades para poder devolver el dinero, y por 
ello a algunos se les confiscaron y subastaron sus bienes. El clero se enojó, espe-
cialmente el bajo clero, que a menudo vivía de los intereses que generaba el capital 
prestado. El obispo Manuel Abad y Queipo, que estimaba en 44,5 millones de pe-
sos el valor total del capital de la Iglesia invertido o cargado en la economía mexi-
cana —los dos tercios de todo el capital invertido—, hizo conocer al gobierno que 
la resistencia sería muy fuerte. Se desplazó personalmente a Madrid para pedir al 
gobierno que lo reconsiderara; Manuel Godoy, el primer ministro de Carlos IV, no 
le dio ninguna respuesta satisfactoria, pero a causa de las circunstancias —la inme-
diata invasión de la península por Napoleón— el odiado decreto fue suspendido, 
primero por la iniciativa del virrey (agosto de 1808) y después de modo formal por 
la Junta Suprema de Sevilla (4 de enero de 1809). Mientras, se habían enviado a 
España unos 10 millones de pesos y los funcionarios que los recaudaron, incluido 
el virrey, se repartieron la cantidad de 500.000 pesos en concepto de comisión. La 
confiscación de la riqueza de la Iglesia fue el epítome de la política colonial espa-
ñola en la última década del imperio. Si bien los efectos de tal medida no conduje-
ron a la catástrofe y la rebelión, de todos modos resultaron nefastos para España. 
Esta medida atolondrada e ignorante alertó a la Iglesia, ofendió a los propietarios 
y dio lugar a una crisis de confianza. Constituyó un ejemplo supremo de mal go-
bierno, mostró la corrupción existente entre la burocracia española en México y 
el mal uso del dinero mexicano en España. La imposición rompió la unidad de los 
peninsulares en México y puso a algunos españoles en contra de la administración. 
Para los mexicanos, el ver cómo el capital mexicano se sustraía de su economía 
y se enviaba a España para financiar una política exterior en la que no podían de-
cir nada ni tampoco tenían ningún interés, constituyó la última prueba de su de-
pendencia. La expropiación unió a ricos y pobres, españoles y criollos, en su oposi-
ción a la interferencia imperial y en busca de un mayor control sobre sus propios 
asuntos. Además, se produjo en un momento en que la creciente demanda de im-
puestos ya no podía justificarse como una medida que gravaba una productividad 
creciente o un comercio en expansión. 

Los reformadores borbónicos quisieron ejercer una presión fiscal creciente so-
bre una economía controlada y en expansión. A l principio reorganizaron el comer-
cio colonial para rescatarlo de las manos de los extranjeros y para asegurar los re-
tornos en beneficio exclusivo de España. Su ideal era exportar productos españoles 
en barcos nacionales a un mercado imperial. Entre 1765 y 1776 desmantelaron la 
vieja estructura del comercio transatlántico y abandonaron antiguas reglas y res-
tricciones. Bajaron las tarifas, abolieron el monopolio de Cádiz, abrieron comuni-
caciones directas entre los puertos de la península y las islas del Caribe y el conti-
nente, y autorizaron el comercio entre las colonias. Se fue extendiendo un comercio 
libre y protegido entre España y América, que en 1778 se aplicó a Buenos Aires, 
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Chile y Perú, y en 1789 a Venezuela y México. En las obras de la época se dejaba 
bien claro que el propósito del comercio libre era el desarrollo de España, y no el 
de América; se estaba intentando atar más estrechamente la economía de las colo-
nias a la metrópoli. Gaspar Melchor de Jovellanos, uno de los economistas espa-
ñoles más liberales, ensalzó el decreto de 1778 porque daba mayores oportunidades 
a la agricultura y a la industria españolas en un mercado cuya existencia se justifi-
caba por el hecho de ser consumidor de productos españoles: «Las colonias son 
útiles en cuanto ofrecen un seguro consumo al sobrante de la industria de la me-
trópoli».3 

Un pacto colonial de esta clase hacía que un 80 por 100 del valor de las impor-
taciones procedentes de América consistiera en metales preciosos y el resto en ma-
terias primas comercializables, y por ello no se permitió industrias manufactureras 
en las colonias, a excepción de los molinos azucareros. De acuerdo con este crite-
rio, el comercio libre era un éxito. Los decretos por sí mismos no podían crear evi-
dentemente el crecimiento económico. En cierto grado, el comercio libre simple-
mente siguió y dio expresión legal a tendencias preexistentes en la economía atlántica. 
Pero, cualquiera que fuera la causa principal, no hay duda de que la agricultura 
y la industria españolas experimentaron cierta revitalización en este período, que 
se reflejó en la expansión del comercio exterior. El tráfico marítimo aumentó en 
un 86 por 100, de los 1.272 navios de 1710-1747 se pasó a los 2.365 de 1748-1778. 
Las importaciones de oro y plata, tanto públicas como privadas, se elevaron de los 
152 millones de pesos de 1717-1738 a los 439 millones de 1747-1778, lo que repre-
senta un aumento del 188 por 100; por otro lado, los metales preciosos llegaron 
a representar al menos el 76 por 100 de las importaciones totales desde las colo-
nias. Cádiz, que contaba con la ventaja de poseer más mercados en América, con-
tinuaba dominando dicho comercio. Es cierto que las exportaciones catalanas a Amé-
rica, que habían ayudado a preparar el terreno para la implantación del comercio 
libre, aún se beneficiaron más con su aplicación, y el comercio colonial, así como 
las manufacturas, de Barcelona experimentaron un crecimiento mayor que antes. 

Cádiz, sin embargo, continuaba siendo el principal puerto de España; sus ex-
portaciones a América ascendían firmemente: en el período de 1778-1796 sumaron 
el 76 por 100 de todas las exportaciones españolas a América; Barcelona ocupaba 
el segundo lugar con algo así como el 10 por 100 del total. Esta fue la época de 
oro del comercio gaditano y un momento de nuevo crecimiento para España. El 
porcentaje del valor anual de las exportaciones de España a América en los años 
de 1782-1796 era un 400 por 100 superior al de 1778. 

Incluso en estos años existían signos de mal agüero. La mayoría de las exporta-
ciones españolas a América eran productos agrícolas: aceite de oliva, vino y aguar-
diente, harina, frutos secos. Incluso más de un 40 por 100 de todo lo que exportaba 
Barcelona, el centro industrial de España, eran productos agrarios, sobre todo vi-
nos y aguardientes, mientras que sus exportaciones industriales eran exclusivamen-
te textiles; todas estas mercancías se producían también en América y podían ha-
berse desarrollado más allí. Las exportaciones españoles, más que complementar 
a los productos americanos, competían con ellos, y el comercio libre no hizo nada 

3. «Dictamen sobre embarque de paños extranjeros para nuestras colonias», Obras de Jove-
llanos, Madrid, 1952, I I , p. 71. 
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para sincronizar las dos economías. A l contrario, fue concebido para estimular la 
agricultura, que era el sector dominante de la economía española. El vacío en la 
industria que dejó España fue llenado por los extranjeros, quienes aún dominaban 
el comercio transatlántico. Existen evidencias de que después de mediados de siglo, 
1757-1776, el mayor peso de las exportaciones industriales (71,84 por 100) sobre 
las agrarias (28,16 por 100) había aumentado al compararlo con las cifras del pe-
ríodo de 1720-1751 (54,43 y 45,5 por 100 respectivamente); una parte sustancial de 
este incremento, sin embargo, debe atribuirse al peso de los productos extranjeros. 
Gran parte del comercio de Cádiz con América consistía en la reexportación de 
productos extranjeros. En 1778, éstos alcanzaban el 62 por 100 de las exportacio-
nes a América registradas, y también estaban a la cabeza en 1784, 1785 y en 1787. 
Más tarde, la proporción de productos nacionales (aún predominantemente agra-
rios) fue cada año mayor, excepto en 1791, y hacia 1794 la correlación se había in-
vertido. Pero estas mejoras se vieron contrarrestadas por el contrabando y por la 
penetración extranjera en América; además, cerca del 75 por 100 de todos los bar-
cos que participaban en el comercio colonial eran de origen extranjero. 

España continuó siendo una cuasimetrópoli, apenas más desarrollada que sus 
colonias. Pero, ¿qué hizo el comercio libre en favor de Hispanoamérica? Sin duda 
estimuló algunos sectores de la producción colonial. Las rutas comerciales tradi-
cionales de América se ensancharon y las exportaciones americanas a España se 
multiplicaron a partir de 1782. Aumentó la cantidad de cueros de Buenos Aires, 
de cacao y otros productos de Venezuela y de azúcar de Cuba. En México estaba 
apareciendo una nueva clase comercial y los inmigrantes llegados de España empe-
zaron a competir con los antiguos monopolistas. A pesar de la oposición de los 
intereses tradicionales existentes en Ciudad de México, se establecieron nuevos con-
sulados en Veracruz y Guadalajara (1795). Las presiones a favor del crecimiento 
y el desarrollo se volvieron más apremiantes: los informes de los consulados llama-
ban la atención sobre los recursos sin explotar del país y pedían que hubiera más 
comercio, mayor producción local, mayores opciones, capacidad de elección y pre-
cios más bajos. Ello no significaba reclamar la independencia, pero los consulados 
expresaban unos sentimientos comunes de frustración ante ios obstáculos que fre-
naban el desarrollo y su insatisfacción por el monopolio comercial español. Tal como 
escribió el secretario del consulado de Veracruz en 1817, «entre los motivos ciertos 
o figurados de que se han valido los rebeldes para haber encendido la tea de la in-
surrección, uno de ellos ha sido la queja de estar sujetos a escasez y a precios subi-
dos los géneros y efectos nacionales y extranjeros cuando quieren remitirlos los ne-
gociantes de la península».4 De todas maneras, el comercio libre dejó intacto el 
monopolio. Las colonias aún estaban excluidas del acceso directo a los mercados 
internacionales a excepción de las vías que abría el contrabando. Aún padecían tr i -
butos discriminatorios o incluso prohibiciones sin reserva en beneficio de los pro-
ductos españoles. El nuevo impulso del comercio español pronto saturó estos limi-
tados mercados y el problema de las colonias fue ganar lo suficiente para pagar 
las importaciones en aumento. Las bancarrotas fueron frecuentes, la industria lo-
cal decayó; incluso productos agrícolas como el vino y el aguardiente fueron obje-

4. Javier Ortiz de la Tabla Ducasse, Comercio exterior de Veracruz 1778-1821. Crisis de de-
pendencia, Sevilla, 1978, p. 113. 
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to de competencia en los puertos, y los metales preciosos desaparecieron en esta 
lucha desigual. 

La metrópoli no contaba con los medios o no tenía interés en ofrecer los diver-
sos factores de producción necesarios para el desarrollo, para invertir en el creci-
miento y para coordinar la economía imperial. Ello era así no sólo en una colonia 
desatendida como Nueva Granada, sino también en una economía minera como 
Perú, donde la agricultura decaía por falta de mano de obra, capital y medios de 
transporte, donde la población dependía del grano de Chile, y donde solamente sus 
recursos mineros la salvaban de un estancamiento completo. Además, la metrópoli 
estaba interesada primordialmente en su propio comercio con las colonias y no pro-
mocionó de forma consistente el comercio intercolonial. El imperio español conti-
nuaba siendo una economía no integrada, en la que la metrópoli trataba con una 
serie de partes separadas a menudo a costa de la totalidad. El mundo hispánico 
se caracterizaba por la rivalidad y no por la integración; así existía la oposición 
de Chile contra Perú, la de Lima contra el Río de la Plata, la de Montevideo contra 
Buenos Aires, anticipando, como colonias, las divisiones de las futuras naciones. 

El papel de América continuó siendo el mismo: consumir las exportaciones es-
pañolas y producir minerales y algunos productos tropicales. En estos términos, 
el comercio libre necesariamente iba ligado al incremento de la dependencia, vol-
viendo a una concepción primitiva de las colonias y a una dura división del trabajo 
después de un largo período en que la inercia o quizás el consenso habían permiti-
do cierto grado de desarrollo autónomo. Ahora, la afluencia de productos manu-
facturados perjudicó a las industrias locales, que a menudo eran incapaces de com-
petir con importaciones de menor precio y de mejor calidad. Las industrias textiles 
de Puebla y Querétaro, los obrajes de Cuzco y Tücumán, fueron zarandeados por 
esta competencia europea paralizadora. Las exportaciones de Guayaquil, provee-
dora tradicional de textiles para distintas partes de América, cayeron de las 440 ba-
las de 1768 a las 157 de 1788. Desde esta época, la industria textil de Quito entró 
en decadencia, desplazada de Perú y de otros mercados por las importaciones más 
baratas de Europa. El arzobispo Antonio Caballero y Góngora, virrey de Nueva 
Granada (1782-1789), informó con satisfacción de la decadencia de los tejidos de 
Quito, al observar que la agricultura y la minería eran «más conforme[s] al institu-
to de las Colonias», mientras que la industria sólo proporcionaba «las manufactu-
ras que deben recibir de la Metrópoli».5 El hecho de que España no pudiera pro-
ducir ella misma todas las manufacturas que necesitaban sus colonias, no invalidaba, 
según las mentes dirigentes de España, su política. Después de todo, en España 
existía un pequeño sector industrial celoso de sus intereses; por otro lado, los co-
merciantes españoles aún podían beneficiarse de la reexportación de los productos 
procedentes del extranjero. Además se consideraba más importante mantener la de-
pendencia que mitigar sus consecuencias. Entre los hombres de estado y los fun-
cionarios españoles existía la convicción de que la dependencia económica era una 
precondición de la subordinación política y que el crecimiento de las manufacturas 
en las colonias conduciría a la autosuficiencia y a la autonomía. En aras de las 
concepciones del imperio, los funcionarios a menudo daban la espalda a la rea-

5. «Relación del estado del Nuevo Reino de Granada» (1789), José Manuel Pérez Ayala, An-
tonio Caballero y Góngora, virrey y arzobispo de Santa Fe 1723-1796, Bogotá, 1951, pp. 360-361. 
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lidad. Antonio de Narváez y la Torre, gobernador de Santa Marta, informaba en 
1778 que había considerado si era conveniente crear establecimientos de manufac-
turas algodoneras, dada la abundante provisión local de materia prima de la mejor 
calidad, pero lo había desestimado teniendo en cuenta el interés del sistema por 
que «América provea a España los materiales que la fertilidad, y extensión inmen-
sa de este país produce, y España se los redistribuya en manufacturas, que la indus-
tria y aplicación de sus artífices trabaja, para emplear así a todos con respeto a 
la naturaleza de ambos países, y mantener las conexiones, vínculos y dependencias 
recíprocas de una y otra parte de la Monarquía».6 Los manufactureros españoles 
vigilaban constantemente que no se infringiera esta norma. En particular Catalu-
ña, faltándole una salida en la estancada y aislada España interior, necesitaba el 
mercado americano, que era un importante consumidor de sus tejidos y de otros 
productos y un abastecedor de algodón en rama. Los talleres textiles de México y 
Puebla producían lo suficiente como para preocupar a los manufactureros de Bar-
celona; éstos se quejaban frecuentemente del efecto de la competencia local sobre 
sus exportaciones y esperaban de la corona que «se expidiesen las más eficaces ór-
denes para que se destruyesen desde luego las fábricas de tejidos y pintados esta-
blecidas en aquellas colonias».7 

Se trataba de un conflicto directo de intereses y era previsible cuál sería la res-
puesta del gobierno imperial. A la real orden de 28 de noviembre de 1800, que pro-
hibía el establecimiento de manufacturas en las colonias, siguió la de 30 de octubre 
de 1801 relativa «al exceso notado en el establecimiento en aquel Reyno de Fábricas 
y artefactos contrarios a los que prosperan en España y tienen por principal objeto 
el surtido de nuestras Américas». El gobierno dijo que no podía permitir la expan-
sión de los establecimientos industriales ni tan siquiera durante la guerra, porque 
quitaba fuerza de trabajo a las esenciales tareas de la minería de oro y plata y a 
la producción de frutos coloniales. El funcionariado recibió órdenes de recontar 
el número de talleres de su distrito y de «procurar la destrucción de ellos por los 
medios que estime más conveniente aunque sea tomándolos por cuenta de la Real 
Hacienda y so calor de hacerlo para fomentarlos».8 Pero los tiempos estaban cam-
biando, y desde 1796-1802, cuando la guerra con Gran Bretaña aisló a las colonias 
de la metrópoli, los manufactureros textiles locales consiguieron empezar o bien 
renovar sus actividades; a partir de 1804 la guerra aún ofreció mejores oportunida-
des. Juan López de Cancelada dijo en Cádiz, en 1811, que «cada una de las guerras 
que hemos tenido con la nación inglesa ha sido un motivo de incremento en las 
manufacturas de Nueva España», y ejemplificó la situación con el caso de los esta-
blecimientos textiles del catalán Francisco Iglesias en México, quien empleó a más 
de 2.000 trabajadores.9 Los fabricantes españoles se opusieron a este proceso con 
todas sus fuerzas. 

Ahora las colonias servían a España más que nunca con sus minas, plantacio-
nes y estancias, pero incluso desarrollando estas funciones que el régimen colonial 
establecía estaban sujetas a una presión creciente. En el curso del siglo x v m , la 

6. Sergio Elias Ortiz, ed., Escritos de dos economistas coloniales, Bogotá, 1965, pp. 25-26. 
7. Antonio García-Baquero, Comercio colonial y guerras revolucionarias, Sevilla, 1972, p. 83. 
8. Ibid., p. 84. 
9. Ortiz de la Tabla Ducasse, Comercio exterior de Veracruz, pp. 336-339. 
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producción de plata mexicana se elevó continuamente desde los 5 millones de pe-
sos de 1702 a los 18 millones en el boom de la década de 1770, y al máximo de 
27 millones en 1804. En esta época, México proporcionaba el 67 por 100 de toda 
la plata producida en América, una posición a la que había llegado gracias a la 
conjunción de una serie de circunstancias: fértiles bonanzas, mejoras tecnológicas, 
consolidación de las minas en manos de grandes propietarios, reducción de los costos 
de producción a causa de las concesiones fiscales. También por entonces, desde los 
años de 1780, la industria recibió grandes inyecciones de capital comercial, un he-
cho derivado del mismo comercio libre. Nuevos comerciantes entraron en el sector, 
con menos capital pero con mayor espíritu empresarial. Como la competencia re-
dujo los beneficios, los viejos monopolistas empezaron a extraer sus capitales del 
comercio transatlántico y buscaron inversiones más rentables, incluida la minería, 
con ventajosos resultados para la economía y para ellos mismos. México en este 
campo tuvo un éxito excepcional. En el Alto Perú no todo iba bien en la minería, 
pero Potosí sobrevivió y continuó produciendo algunos excedentes para España. 
La producción de plata tendió a incrementarse a partir de la década de 1730, y la 
producción anual se duplicó entre 1740 y 1800, gracias a la creciente explotación 
del trabajo indio forzado. A finales del siglo x v m , el Bajo Perú aumentó su pro-
ducción de plata, conociendo un boom que, comparado con el de México, era mo-
desto pero que resultó vital para el comercio exterior de la colonia. La plata regis-
trada se elevó de los 246.000 marcos de 1777 al máximo de 637.000 marcos en 1799 
(un marco valía 8 pesos 4 reales) y mantuvo un alto nivel de producción hasta 1812; 
durante este período se avanzó en las técnicas de drenar las minas; ello, junto con 
la llegada de capital de Potosí, el aprovisionamiento de mano de obra libre y el 
apoyo del tribunal de minería, contribuyó a elevar la producción. 

El último ciclo minero colonial, aunque fue importante para las colonias, no 
estuvo enteramente al servicio de los interereses coloniales. En primer lugar, la me-
trópoli recibía de las colonias presiones cada vez más acuciantes para mantener en 
pie el vital aprovisionamiento de mercurio y equipamientos, algo que, de forma 
patente, era imposible cubrir durante la guerra; por ello se vio a España como un 
obstáculo al crecimiento. En segundo lugar, en una de las grandes ironías de la his-
toria española colonial, el apogeo de la gran producción de plata coincidió con la 
destrucción del poderío naval español, y por lo tanto de su comercio colonial. Des-
de 1796, España y sus comerciantes vieron, sin poderlo remediar, cómo los pro-
ductos procedentes del imperio iban a parar a manos de otros, cómo los ingresos 
de la bonanza minera se exponían al peligro de merodeadores extranjeros o bien 
cómo se reducían debido a la participación de los comerciantes extranjeros. 

En la agricultura, al igual que en la minería, era imposible conciliar los intere-
ses de España con los de América. Los terratenientes criollos buscaban mayores 
salidas a sus exportaciones de las que España permitía. En Venezuela, los grandes 
propietarios, productores de cacao, índigo, tabaco, café, algodón y cueros, se sen-
tían permanentemente frustrados por el control español sobre el comercio de im-
portación y de exportación. Incluso después del comercio libre, la nueva genera-
ción de comerciantes, ya fueran españoles o venezolanos inclinados hacia España, 
ejercían un monopolio estrangulador sobre la economía venezolana, al pagar pre-
cios bajos en las exportaciones y al imponer precios altos en las importaciones. Los 
terratenientes y los consumidores criollos exigían un comercio mayor con los ex-
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tranjeros, denunciaban a los comerciantes españoles como «opresores», se oponían 
a la idea de que el comercio existía «para el sólo beneficio de la metrópoli», y se 
movilizaron en contra de lo que ellos llamaron, en 1797, «el espíritu de monopolio 
de que están animados, aquel mismo bajo el cual ha estado encadenada,,ha gemi-
do y gime tristemente esta Provincia».10 En el Río de la Plata, el comercio libre 
también conllevó que más comerciantes españoles controlaran el comercio de Bue-
nos Aires, algunas veces en connivencia con agentes locales. Pero en la década de 
1790 tuvieron que hacer frente al desafío de los independientes comerciantes porte-
ños que exportaban cueros, empleaban su propio capital y barcos, y ofrecían mejo-
res precios a los estancieros. 

Estos intereses requerían la libertad de comerciar directamente con todos los 
países y de exportar los productos del país sin restricciones. En 1809 presionaron 
para obtener la apertura del puerto al comercio británico, a lo que los españoles, 
tanto los catalanes como los otros peninsulares, se opusieron con fuerza. Aquí tam-
bién existía un conflicto irreconciliable de intereses. Pero incluso dentro de los inte-
reses económicos de la colonia no existía una visión homogénea o unitaria de la 
independencia; el creciente regionalismo, en una provincia que pedía protección para 
los productos locales y otra que quería la libertad de comercio, creaba sus propias 
divisiones. Aun así, todavía se hizo más fuerte la convicción, fuera cual fuere la 
respuesta a estos problemas, de que sólo podrían ser resueltos a través de decisio-
nes autónomas. 

La función de España como imperio y la dependencia de América fueron pues-
tos a prueba por última vez durante la larga guerra que hubo con Gran Bretaña 
desde 1796. En abril de 1797, tras la victoria sobre la flota española en el cabo de 
San Vicente, el almirante Nelson colocó a un escuadrón británico frente al puerto 
de Cádiz e impuso un bloqueo total. A l mismo tiempo, la armada real británica 
bloqueó los puertos hispanoamericanos y atacó a los barcos españoles en el mar. 
Las consecuencias fueron nefastas. El comercio gaditano a América, que ya se en-
contraba en recesión desde 1793, quedó ahora completamente paralizado. En Vera-
cruz las importaciones españolas descendieron de los 6.549.000 pesos de 1796 a los 
520.000 pesos de 1797, y las exportaciones de los 7.304.000 pesos a los 238.000, 
mientras que los precios de diversos productos europeos se encarecieron un 100 por 
100. Desde toda América, los consulados informaban de la extrema escasez de bie-
nes de consumo y de las provisiones más vitales. Y mientras los intereses america-
nos presionaban para que se permitiera la actividad de los abastecedores extranje-
ros, los comerciantes de Cádiz insistían en que se mantuviera el monopolio. Mientras 
España consideraba el dilema, perdió la batalla. La Habana simplemente abrió su 
puerto a los norteamericanos y a otros barcos de países neutrales. España se vio 
obligada entonces a permitir lo mismo a todos los que había en Hispanoamérica 
o bien se arriesgaba a perder el control, y los ingresos. Como medida de emergen-
cia se emitió un decreto (18 de noviembre de 1797) que permitía el comercio legal 
y cargado de impuestos con Hispanoamérica en navios neutrales o, como lo for-
mulaba el decreto: «en Buques nacionales o extranjeros desde los Puertos de las 
Potencias neutrales, o desde los de España, con retorno preciso a los últimos».11 

10. E. Arcila Farías, Economía de Venezuela, México, 1946, pp. 368-369. 
11. Sergio Villalobos R., El comercio y la crisis colonial, Santiago, 1968, p. 115. 
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El objetivo era hacer de los neutrales un instrumento de comercio con las colonias 
para eludir mejor el bloqueo inglés y cubrir la falta de barcos españoles. De hecho 
se convirtieron virtualmente en los únicos transportistas, eii la única vía que conec-
taba las colonias españolas con sus mercados y provisiones. El resultado de esta 
práctica es tan revelador como el de la paralización previa. Bajo el comercio neu-
tral las importaciones a Veracruz ascendieron de los 1.799.000 pesos de 1798 a los 
5.510.400 de 1799, y las exportaciones de los 2.230.400 a los 6.311.500. 

Estas concesiones hechas en tiempo de guerra se dieron a regañadientes y se 
revocaron rápidamente. El gobierno español temía perder el control en beneficio 
del comercio y de la industria del enemigo, puesto que durante este período el co-
mercio colonial quedó casi completamente en manos de los extranjeros, incluso de 
ingleses en forma indirecta, cuyos productos fueron introducidos por los neutrales. 
Así, España se quedó con las cargas del imperio pero sin ninguno de los benefi-
cios. Naturalmente los comerciantes de Cádiz y de Barcelona se quejaron y, a pesar 
de las protestas de las colonias, la autorización fue revocada el 20 de abril de 1799. 
La medida resultó aún más perjudicial para España, ya que no se hizo caso de la 
revocación, y colonias como Cuba, Venezuela y Guatemala continuaron comerciando 
con los neutrales. Los barcos españoles ni tan sólo podían hacer la ruta, tal era 
el dominio británico sobre el mar: de los 22 barcos que salieron de Cádiz en los 
doce meses que siguieron a la orden de abril de 1799, sólo 3 llegaron a su destino. 
Fueron los barcos neutrales los que salvaron el comercio colonial y también fueron 
los que obtuvieron beneficios. Este comercio también resultó beneficioso para las 
colonias, ya que así se proveyeron de productos importados mejores y la demanda 
de exportaciones recibió un nuevo impulso. El gobierno español prohibió de nuevo 
el comercio con neutrales por el decreto de 18 de julio de 1800, pero para entonces 
América se había habituado a tratar directamente con sus clientes y proveedores, 
y el comercio con los extranjeros ya era imparable. Como la guerra continuaba, 
España tuvo que aceptar la realidad. En 1801 se dio un permiso especial a Cuba 
y a Venezuela para comerciar con los neutrales. Para reservarse un puesto a sí mis-
ma, España se limitó a vender licencias a diferentes compañías europeas y norte-
americanas, y también españolas, para que comerciaran con Veracruz, La Habana, 
Venezuela y el Río de la Plata; parte de su carga eran manufacturas inglesas, nave-
gaban con las licencias británica y española y llevaban retornos en oro, plata o pro-
ductos coloniales a España, a los puertos neutrales o incluso a Inglaterra. 

El monopolio comercial español concluyó de hecho en el período de 1797-1801, 
adelantando la independencia económica de las colonias. En 1801, las exportacio-
nes coloniales de Cádiz descendieron al 49 por 100 de las de 1799 y las importacio-
nes lo hicieron en un 63,24 por 100. Entretanto, el comercio de los Estados Unidos 
con las colonias españolas alcanzó unas cifras espectaculares: las exportaciones se 
elevaron de los 1.389.219 dólares de 1795 a los 8.437.659 de 1801, y las importacio-
nes de los 1.739.138 dólares a los 12.799.888. Es cierto que la paz de Amiens de 
1802 permitió que España restableciera su comunicación con las colonias y que los 
comerciantes llegaran de nuevo a los puertos y mercados de América. Hubo un re-
surgimiento comercial, y en los años de 1802-1804 Cádiz se recobró, aunque el 54 
por 100 de sus exportaciones a América lo constituían productos extranjeros. Pero 
era imposible restaurar el viejo monopolio: las colonias ahora tenían establecidos 
unos fuertes vínculos comerciales con los extranjeros, especialmente con los Esta-
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dos Unidos, y se dieron cuenta de las obvias ventajas que durante tanto tiempo se 
les habían negado. La nueva guerra con Gran Bretaña lo puso en evidencia. 

Los últimos restos del poderío naval español fueron barridos. El 5 de octubre 
de 1804, anticipándose a la guerra formal con España, unas fragatas británicas in-
terceptaron una gran flota que transportaba metales preciosos desde el Río de la 
Plata, hundieron uno de los barcos españoles y capturaron otros tres que condu-
cían cerca de 4,7 millones de pesos. A l año siguiente, en Trafalgar, se completó el 
desastre; sin una flota transatlántica, España quedaba aislada de América. Las im-
portaciones de productos coloniales y de metales preciosos descendieron, y en 1805 
las exportaciones gaditanas bajaron a un 85 por 100 de las de 1804. A l desmoro-
narse el mundo hispánico, las colonias empezaron a protestar, ya que sus exporta-
ciones quedaban bloqueadas y se devaluaban, y las importaciones eran escasas y 
caras. Y de nuevo otros países corrieron a sustituir a España. La decadencia del 
comercio americano de España coincidió con el desesperado intento británico de 
compensar el bloqueo de los mercados europeos efectuado por Napoleón en el con-
tinente. Así pues, la situación favorecía de nuevo la expansión del contrabando in-
glés, que proporcionaba beneficios y a la vez la fuerza para la guerra, demostrando 
a las colonias, según advirtió un funcionario español, cómo «los ingleses sacan de 
nuestras mismas posesiones el dinero que les da la fuerza con que nos destruyen».12 

Para España sólo existía un medio de contrarrestar el contrabando, y éste era la 
admisión del comercio con neutrales; así, en 1805 se autorizó de nuevo este tipo 
de comercio, pero esta vez sin la obligación de regresar a España. Ahora la metró-
poli quedaba virtualmente eliminada del Atlántico. Desde 1805 los barcos neutra-
les dominaron el comercio de Veracruz, contribuyendo con el 60,53 por 100 del to-
tal de las importaciones de 1807 y con el 95,11 por 100 de las exportaciones (más 
del 80 por 100 era plata). El 1806 no entró ni un solo barco español en La Habana, 
y el comercio cubano era efectuado por los neutrales, por colonias extranjeras y 
por las colonias españolas. En 1807, la metrópoli no recibió ni un solo cargamento 
de metales preciosos. 

En España los efectos de la guerra resultaron un desastre nacional. Una gran 
proporción de sus productos agrícolas, junto con las manufacturas, se vieron pri-
vados de un mercado vital, y mientras esto provocaba la recesión del sector agríco-
la, cerca de un tercio de la producción textil se hundió. Tanto la industria como 
los consumidores padecieron la escasez de materias primas coloniales, y por otro 
lado, la no llegada de metales preciosos zarandeó tanto al Estado como a los co-
merciantes. La corona tuvo que buscar nuevas fuentes de ingresos: desde 1799 in-
tentó ahorrar en la administración y exigió una contribución anual de 300 millones 
de reales; se lanzaron nuevas emisiones de bonos estatales, se pidieron impuestos 
de importación más altos y finalmente se decretó la fatal consolidación de vales. 
El futuro de España como potencia imperial estaba ahora totalmente en duda. El 
monopolio económico se perdió irremediablemente. Lo único que quedaba era el 
control político y éste también estaba sujeto a una creciente tensión. 

El 27 de junio de 1806, una fuerza expedicionaria británica procedente del cabo 
de Buena Esperanza ocupó Buenos Aires. Los invasores calcularon correctamente 

12. Antonio de Narváez, Cartagena, 30 de junio de 1805, Ortiz, Escritos de dos economistas 
coloniales, p. 112. 
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que tenían poco que temer del virrey español y de sus fuerzas, pero subestimaron 
el deseo y la habilidad de la población de Buenos Aires para defenderse a sí misma. 
Un ejército local, incrementado con voluntarios y dirigido por Santiago Liniers (un 
oficial francés al servicio de España), atacó a los británicos el 12 de agosto y los 
obligó a capitular. La original expedición no había sido autorizada, pero el gobier-
no británico cayó en la tentación de querer que continuara y le envió refuerzos que 
se apoderaron de Montevideo el 3 de febrero de 1807. De nuevo la reacción local 
fue decisiva. El incompetente virrey fue depuesto por la audiencia y Liniers fue nom-
brado capitán general. Las milicias criollas fueron desplegadas de nuevo y los inva-
sores les cedieron la ventaja. Cruzando el Río de la Plata desde Montevideo, los 
británicos avanzaron hasta el centro de Buenos Aires. Allí fueron atrapados por 
los defensores, capitularon y accedieron a marcharse. 

La invasión británica de Buenos Aires enseñó varias lecciones. Quedó bien cla-
ro que los americanos no querían pasar de un poder imperial a otro. Esto, sin em-
bargo, no era nada reconfortante para España. También se puso en evidencia la 
inoperancia de las defensas coloniales y se humilló a la administración. La destitu-
ción del virrey fue un suceso sin precedentes y que tenía un significado revolucio-
nario. Fueron los habitantes, y no las fuerzas militares españolas, quienes defen-
dieron la colonia. Los criollos particularmente probaron el poder, se dieron cuenta 
de su fuerza y adquirieron un nuevo sentido de identidad, incluso el de la naciona-
lidad. Así, la debilidad de España en América llevó a los criollos a la política. 

En la segunda mitad del siglo xvm, las nuevas oportunidades existentes en la 
administración colonial y en el comercio llevaron a un creciente número de españo-
les a América. Algunos buscaron empleo en la nueva burocracia y otros siguieron 
la ruta del comercio libre. Esparciéndose por todos lados desde el norte de España, 
los inmigrantes llegaron a conformar una exitosa clase de empresarios, activos en 
el comercio y la minería, que constantemente eran reforzados con nuevos recién 
llegados de la península, donde el crecimiento de la población presionaba fuerte-
mente sobre la tierra y el empleo, generando una justificación adicional para la exis-
tencia del imperio. Los americanos se sentían víctimas de una invasión, de una nueva 
colonización, de un nuevo asalto español sobre el comercio y los cargos públicos. 
Además, la situación demográfica estaba del lado de los criollos. Hacia 1800, se-
gún Alexander von Humboldt, en Hispanoamérica, en una población total de 16,9 
millones de habitantes, sólo había 3,2 millones de blancos, y de ellos sólo 150.000 
eran peninsulares. De hecho, el número real de peninsulares aún era más bajo, unos 
30.000, y en todo caso no superaban los 40.000 en toda la América española. In-
cluso en México, el área de mayor inmigración, sólo existían cerca de 14.000 penin-
sulares en una población total de 6 millones, de los que 1 millón eran blancos. Esta 
minoría no podía esperar mantener el poder político de forma indefinida. A pesar 
de la creciente inmigración, la tendencia demográfica estaba en contra de ellos. La 
independencia poseía una inevitabilidad demográfica, y en este sentido simplemente 
representaba la expulsión de una minoría por una mayoría. Pero además de las ci-
fras había algo más. 

Todos los españoles podían ser iguales ante la ley, ya fueran peninsulares o crio-
llos. Pero la ley no lo era todo. Esencialmente, España desconfiaba de los america-
nos en puestos de responsabilidad política; los peninsulares aún eran preferidos en 
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los cargos más altos de la burocracia y en el comercio transatlántico. Algunos crio-
llos, propietarios de tierra y quizá de minas, eran lo suficientemente ricos como 
para ser considerados miembros de la élite al lado de los españoles. Pero la mayo-
ría sólo tenían unos ingresos moderados. Algunos eran hacendados que se enfren-
taban a hipotecas y a los gastos de su mantenimiento; otros eran administradores 
de haciendas o de minas, o bien eran hombres de negocios de alcance local; había 
quien se ganaba la vida con el ejercicio de una profesión liberal, algunos criollos 
pobres se encontraban entre los rangos superiores de las clases populares, donde 
se mezclaban con los mestizos y los mulatos a través del matrimonio y de la movili-
dad social. La primera generación de americanos se sentía bajo una gran presión 
porque continuamente eran desafiados por una nueva ola de inmigrantes y, al estar 
más cerca de los europeos, eran más agudamente conscientes de las desventajas que 
pesaban sobre ellos. Para los criollos, la obtención de una plaza de funcionario cons-
tituía una necesidad y no un honor. Ellos no sólo deseaban igualdad de oportuni-
dades con los peninsulares o una mayoría de nombramientos, sino que lo deseaban 
por encima de todo en sus propias regiones; mirabaa-ales-erieHes de los otro&jjaí-
s^^SlSLS^Üllíli6!?5; éstos apenas eran mejor recibidos que los peninsulares. Du-
rante la primera mitad del siglo x v m las necesidades financieras de la corona die-
ron lugar a la venta de cargos a los criollos, y así su presencia en las audiencias 
se hizo corriente y a veces predominante. En el período de 1687-1750 sobre un total 
de 311 miembros de audiencias, 138 —un 44 por 100— eran criollos. En la década 
de 1760 la mayoría de los oidores, de las audiencias de Lima, Santiago y México 
eran criollos. Las implicaciones que de ello se derivaban para el gobierno imperial 
eran obvias. La mayoría de los oidores criollos estaban conectados por lazos de 
amistad o de interés con la élite de los terratenientes, y las audiencias se habían 
convertido en un dominio seguro de las familias ricas y poderosas de la región, así 
que la venta de cargos dio lugar a una especie de representación criolla. 

El gobierno imperial salió de su largo compromiso con los americanos y desde 
1750 empezó a reafirmar su autoridad, reduciendo la participación criolla tanto 
en la Iglesia como en la administración, y a romper las relaciones existentes entre 
los funcionarios y las familias poderosas a nivel local. Los más altos cargos ecle-
siásticos se reservaron de nuevo para los europeos. Entre los nuevos intendentes 
era raro encontrar a un criollo. Un creciente número de los funcionarios financie-
ros de mayor rango fueron designados desde la península. Los oficiales criollos que 
había en el ejército fueron sustituidos en algunos casos por españoles. El objetivo 
de la nueva política era desamericanizar el gobierno de América, y esto se consi-
guió. Se acabó con la venta de los cargos de la audiencia, se redujo el número de 
puestos ocupados por los criollos y a partir de entonces raramente fueron designa-
dos para ocupar puestos en sus zonas de origen. En los años de 1751 a 1808, de 
los 266 nombramientos que hubo en las audiencias americanas sólo 62 (el 23 por 
100) recayeron sobre criollos, en contra de los 200 (el 75 por 100) consignados a 
españoles. En 1808 de los 99 individuos que ocupaban los tribunales coloniales sólo 
6 criollos habían sido destinados a su propio distrito de origen, mientras que 19 
lo fueron fuera. 

La conciencia de las diferencias existentes entre criollos y peninsulares se acre-
centó con el nuevo imperialismo. Tal como observó Alexander von Humboldt: «el 
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europeo más miserable, sin educación y sin cultivo intelectual, se cree superior a los 
blancos nacidos en el Nuevo continente».13 Desde el Río de la Plata, Félix de Azara 
informaba que la animadversión mutua era tan grande que a menudo existía entre 
padre e hijo, entre marido y mujer. En México, Lucas Alamán estaba convencido 
de que este antagonismo, nacido de la elección preferente de españoles para ocupar 
los cargos y las oportunidades, fue la «causa» de la revolución de independencia. 

La historiografía moderna no^estáJaiL&egura. Se dice que las élites coloniales, 
como empresarios que invertían en la agricultura, la minería y el comercio, tendie-
ron a fusionar a los grupos peninsulares y criollos, como lo hacía su asociación 
en las actividades urbanas y rurales. A pesar de la política borbónica, aún existía 
una conexión estrecha entre las familias con poder local y los funcionarios. En Chile 
la élite criolla estaba totalmente integrada dentro de grupos de parentesco y políti-
cos y prefirió manipular la administración más que enfrentarse a ella. En Perú exis-
tían grupos oligárquicos interrelacionados de terratenientes, comerciantes, funcio-
narios municipales y burócratas, en los que los peninsulares y los criollos se fundían 
en una .clase dominante de blancos. En México la nobleza —cerca de unas cincuen-
tas familias— combinaba una variedad de funciones y de cargos. Un grupo hizo 
su fortuna en el comercio exterior, invirtió los beneficios en minas y plantaciones 
y actuó primordialmente en el sector exportador. Éste lo formaban principalmente 
peninsulares. Otro grupo, compuesto en su mayoría por criollos, se dedicaba a la 
minería y a la agricultura abastecedora del sector minero. Todos ellos derrochaban 
grandes sumas en gastos suntuarios, en ganar un estatus militar y en hacer dona-
ciones a la Iglesia. Preferían cooperar con la burocracia imperial a través de las 
redes matrimoniales y de interés antes que enfrentarse a ella. A l final se encontra-
ron con que su influencia tenía un límite, que España aún interfería el desarrollo 
de México, que gravaba su riqueza y que sólo les dejaba intervenir en el gobierno 
local. Si bien esto les alejó de la política borbónica, no necesariamente les hacía 
partidarios de la independencia. En toda América, las„guerras de independencia 
«fueron guerras_civiles, entre defensores y oponentes de España, y hubo criollos tanto 
en un lado como en el otro. En este sentido, las fmiriongvlosintereses y el paren-

tesco se entreyéiLConio más importantes que la dicotomía criollo-peninsular y ésta 
se considera menos significativa. El argumento es un útil correctivo a la hipérbole, 
pero no es toda la historia. 

La evidencia de la antipatía existente entre criollos y españoles es demasiado 
específica para negarla y demasiado extendida para ignorarla. La rivalidad forma-
ba parte de la tensión social de la época. Los contemporáneos hablaban de ella, 
los viajeros la comentaban y los funcionarios quedaban impresionados por ella. 
La burocracia española era consciente de la división, y lo mismo sucedía con los 
americanos. En 1781, los comuneros de Nueva Granada pidieron que los funciona-
rios fueran «criollos nacidos en este reino» e insistían en que «en los empleos de 
primera, segunda y tercera plana hayan de ser antepuestos y privilegiados los na-
cionales de esta América a los europeos».14 

13. Alexander von Humboldt, Ensayo político sobre el reino de la Nueva España, 4 vols., 
México, 19416, I I , p. 117. 

14. John Leddy Phelan, The people and the king. The Comunero Revolution in Colombia, 
1781, Madison, 1978, pp. 174, 179-180. 
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En México hubo un entretejido grupo de inmigrantes peninsulares que se había 
enriquecido en el comercio, en las finanzas y en la minería y cuyos miembros algu-
nas veces se casaron con alguna fortuna local. Sus herederos, criollos, a menudo 
perdían las fortunas familiares al invertir en tierra, donde los bajos beneficios, las 
hipotecas y la dispendiosa forma de vida acababan por frustrar sus expectativas, 
dando lugar a un resentimiento que, aunque irracional, no por ello dejaba de ser 
menos real. En Venezuela, la aristocracia criolla, los mantuanos, eran un poderoso 
grupo de terratenientes, funcionarios y miembros del cabildo que aprovecharon la 
expansión comercial bajo los Borbones para incrementar sus exportaciones de ca-
cao y otros productos. Pero el crecimiento económico les amenazaba tanto como 
les favorecía, ya que los comerciantes monopolísticos españoles en Venezuela estre-
charon su control sobre el comercio de importación y exportación. Además, la ex-
pansión llevó a la colonia enjambres de nuevos inmigrantes: vascos, catalanes y so-
bre todo canarios, hombres pobres pero ambiciosos que pronto controlaron el eje 
del comercio venezolano con España y en el interior se convirtieron en propietarios 
de almacenes, tiendas y bodegones. Sin duda que el antagonismo entre los terrate-
nientes y los comerciantes se podía describir como el existente entre productores 
y compradores sin tener que invocar al argumento de criollos versus peninsulares. 
Pero también es cierto que los comerciantes dependían de España para mantener 
su monopolio. El bloqueo británico les permitió estrujar aún más a los producto-
res criollos, ofreciéndoles para las exportaciones los precios mínimos mientras que 
los de las importaciones los encarecieron al máximo. Por esta razón, se opusieron 
con firmeza al comercio neutral, como si, se quejaban los productores venezolanos 
en 1798, «nuestras leyes relativas al comercio hayan sido establecidas para sólo el 
beneficio de la metrópoli».15 

Además, los nuevos peninsulares invadían los espacios políticos de la aristocra-
cia venezolana. En 1770 la corona estableció que los españoles europeos tenían tanto 
derecho como los americanos a ostentar un puesto oficial en Venezuela. Con el res-
paldo de la corona, los peninsulares entraron a compartir los cabildos con los ve-
nezolanos y dominaron la recién creada audiencia. En Venezuela, como en cual-
quier parte, en las últimas décadas del imperio se produjo una reacción española 
en contra del dominio criollo; allí los puestos también eran buscados por los crio-
llos, no como un honor sino como un medio de ejercer el control político y de de-
fender sus privilegios tradicionales. Los últimos Borbones, al favorecer a los espa-
ñoles frente a los criollos, al utilizar América como un premio para los españoles, 
agudizaron las divisiones existentes e incrementaron el descontento de los criollos. 

Si los criollos tenían un ojo puesto sobre sus amos, tenían el otro sobre sus sir-
vientes. Los criollos eran muy conscientes de la presión social existente desde abajo 
y se esforzaron por mantener a distancia a la gente de color. El prejuicio racial creó 
en los americanos una actitud ambivalente hacia España. Los peninsulares eran blan-
cos puros, aunque fueran pobres inmigrantes. Los americanos eran más o menos 
blancos, incluso los más ricos eran conscientes de la mezcla racial existente, y esta-
ban preocupados por demostrar su blancura aunque fuera necesario ir a los tribu-
nales. La cuestión racial se complicaba con los aspectos sociales, económicos y cul-

15. Miguel Izard, El miedo a la revolución. La lucha por la libertad en Venezuela (1777-1830), 
Madrid, 1979, p. 127. 
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turales, y la supremacía blanca no fue discutida; tras estas barreras defensivas esta-
ban los indios, los mestizos, los negros libres, los mulatos y los esclavos. En algu-
nas partes de la América española la revuelta de los esclavos fue tan temida que 
los criollos no abandonarían la protección del gobierno imperial, o bien no se atre-
vieron a abandonar las filas de los blancos dominantes. Además, por otro lado, 
la política borbónica dio mayores oportunidades de movilidad social. Los pardos 
—negros libres y mulatos— fueron admitidos en la milicia. También pudieron com-
prar su blancura legal con las cédulas de gracias al sacar. La ley del 10 de febrerer 
de 1795 ofrecía a los pardos la dispensa del estado de infame: los solicitantes que 
la obtuvieron fueron autorizados a recibir una educación, a casarse con un blanco, 
a tener cargos públicos y a entrar en el sacerdocio. De este modo el gobierno impe-
rial reconocía al creciente número de pardos y buscaba la manera de mitigar la ten-
sa situación social existente al hacer desaparecer las mayores formas de discrimina-
ción. El resultado fue que las líneas entre los blancos y las castas se diluyeron y 
el hacer posible que algunos de los que no eran claramente indios o negros fueran 
considerados como españoles, tanto social como culturalmente. Pero los blancos 
reaccionaron vivamente ante estas concesiones. El crecimiento demográfico de las 
castas en el curso del siglo xvm, junto con la creciente movilidad social, alarma-
ron a los blancos y alimentaron en ellos una nueva conciencia de raza y la determi-
nación de mantener la discriminación. Ello pudo observarse en el Río de la Plata, 
en Nueva Granada y en otras partes de América. Pero fue Venezuela, con su econo-
mía de plantación, la fuerza de trabajo esclava y los numerosos pardos —que en 
conjunto formaban el 61 por 100 de la población—, la que tomó el liderazgo en 
el rechazo de la política social de los Borbones y creó el clima para la futura revo-
lución. 

Los blancos de Venezuela no constituían una clase homogénea. En la parte su-
perior de la escala social estaba la aristocracia de la tierra y de la burocracia, pro-
pietarios de esclavos, productores de la riqueza de la colonia, y comandantes de 
la milicia colonial. En medio se encontraba un grupo de funcionarios y clérigos 
de menor categoría. Y debajo de todo estaban los blancos de orilla, blancos margi-
nados tales como tenderos y pequeños comerciantes, artesanos, marineros y perso-
nal de los servicios y los transportes; muchos de ellos eran considerados pardos, 
con los que a menudo se casaban. La mayoría de los peninsulares y canarios resi-
dentes en Venezuela pertenecían a esta clase de blancos pobres; parte del antago-
nismo de los criollos hacia los peninsulares bien puede deberse al resentimiento de 
los terratenientes patricios hacia los inmigrantes comunes a quienes consideraban 
de origen muy bajo. Pero los peninsulares eran blancos puros, mientras muchos 
criollos no lo eran. Este hecho simplemente acentuó de forma notoria la susceptibi-
lidad respecto a la raza e hizo aumentar los recelos criollos hacia los pardos, los in-
dios y los esclavos. La política imperial los enojó porque la consideraban demasiado 
indulgente respecto a los pardos y los esclavos. La élite criolla se opuso tercamente al 
avance de la gente de color, protestó por la venta de los certificados de blancura y 
se resistió a la extensión de la educación popular y al ingreso de los pardos en la 
universidad. Entre otras cosas, se vieron afectados por la pérdida de la fuerza de tra-
bajo en un período de expansión de la hacienda y de crecimiento de las exportacio-
nes. En tanto que los pardos se establecieron como artesanos, agricultores inde-
pendientes, o criadores de ganado en los llanos, los terratenientes blancos intenta-
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ron mantenerlos subordinados y sujetos al peonaje. Ellos también vieron un riesgo 
en el aumento de los pardos y se manifestaron, aunque sin éxito, en contra de su 
presencia en la milicia. Consideraban inaceptable «que los vecinos y naturales Blan-
cos de esta Provincia admitan por individuos de su clase para alternar con él a un 
Mulato descendiente de sus propios esclavos»; y argumentaron que la creación de 
milicias de pardos ofrecía a la gente de color un instrumento de revolución sin me-
jorar con ello sustancialmente la defensa imperial.16 El horror a la agitación es-
clava y a la revuelta hicieron que estos presentimientos empeoraran. De nuevo, la 
aristocracia criolla se quejaba de que la metrópoli le había abandonado. El 31 de 
mayo de 1789 el gobierno español publicó una nueva ley sobre esclavos que codifi-
caba la legislación, clarificaba los derechos de los esclavos y los deberes de los amos 
y buscaba proporcionar mejores condiciones en la vida y el trabajo de los esclavos. 
Pero los propietarios criollos rechazaron la intervención estatal entre amo y esclavo 
y se opusieron tenazmente a este decreto sobre la base de que los esclavos eran pro-
pensos al vicio y a la independencia y de que su trabajo era esencial para el funcio-
namiento de la economía. En Venezuela —como en toda el área del Caribe español— 
los plantadores se opusieron a la nueva ley y lograron su abolición en 1794. Los 
criollos eran hombres asustados: temían una guerra de castas promovida por las 
doctrinas de la Revolución francesa y la violencia contagiosa de Saint-Domingue. 
En otras partes de América las tensiones raciales tomaron la forma de confronta-
ciones directas entre la élite blanca y las masas indias, y en estos casos los criollos 
también tomaron medidas para autodefenderse. En Perú formaban parte de una 
minoría muy reducida. En una población de 1.115.207 (1795), el 58 por 100 eran 
indios, el 22 por 100 mestizos, el 8 por 100 pardos y esclavos, y el 12 por 100 eran 
blancos. Esta minoría, si bien controlaba la vida económica y política del país, nunca 
podía olvidar las masas indias que la rodeaba ni ignorar la sucesión de rebeliones 
contra los funcionarios reales y la opresión de los blancos. En Perú, los criollos 
no podían poner en duda la resolución española de mantener subordinados a los 
indios; pero después del gran levantamiento de Tupac Amaru se dieron cuenta del 
modo en que ellos mismos eran postergados del sistema de seguridad y cómo sus 
milicias eran desmovilizadas. En México la situación social también era explosiva; 
los blancos siempre eran conscientes de la indignación contenida de los indios y 
de las castas, de la creciente falta de respeto a la ley entre las clases más bajas, para 
cuyo control eran frecuentes los despliegues de fuerzas militares y de la milicia. Ala-
mán describió a los indios mexicanos como «una nación enteramente separada; ellos 
consideraban como extranjeros a todo lo que no era ellos mismos, y como no obs-
tante sus privilegios eran vejados por todas las demás clases sociales, a todas las 
miraban con igual odio y desconfianza». En 1799, Manuel Abad y Queipo, obispo 
electo de Michoacán, señaló las profundas grietas de la sociedad mexicana donde 
entre los indios y los españoles «resulta ... aquella oposición de intereses y de afec-
tos que es regular entre los que nada tienen y los que lo tienen todo, entre los de-
pendientes y los señores».17 Tradicionalmente la élite esperaba que España la de-

16. Representación con fecha del 28 de noviembre de 1796, F. Brito Figueroa, Las insurreccio-
nes de los esclavos negros en la sociedad colonial venezolana, Caracas, 1961, pp. 22-23. 

17. Lucas Alamán, Historia de México, 5 vols., México, 1883-1885, I , p. 67; Manuel Abad 
y Queipo, «Estado moral y político en que se hallaba la población del virreinato de Nueva España 
en 1799», José María Luis Mora, Obras sueltas, México, 1963, pp. 204-205.. 
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fendiera; los propietarios, ante las amenazas de los jornaleros y los trabajadores 
y de la violencia nacida de la pobreza y la delincuencia, dependían de las autorida-
des españolas. La ira contenida de las masas mexicanas explotó en 1810 en una vio-
lenta revolución social que mostró a los criollos lo que ya habían sospechado: que 
en último término ellos mismos eran los guardianes del orden social y de la heren-
cia colonial. Dada su superioridad numérica entre los blancos, lo tenían que ser. 
Si bien existió una «reacción española» en las últimas décadas del dominio impe-
rial, también hubo un contragolpe criollo. Los criollos perdieron la confianza en 
el gobierno español y empezaron a poner en duda la voluntad de España de defen-
derlos. Se les planteó el dilema con urgencia, cogidos como estaban entre el gobier-
no colonial y la masa de la gente. El gobierno hacía poco que había reducido su 
influencia política mientras las clases populares estaban amenazando su hegemo-
nía social. En estas circunstancias, cuando la monarquía se derrumbó en 1808, los 
criollos no podían permitir que el vacío político se mantuviera así, y que sus vidas 
y bienes quedaran sin protección. Tenían que actuar rápidamente para anticiparse 
a la rebelión popular, convencidos como estaban de que si ellos no se aprovecha-
ban de la situación, lo harían otros sectores sociales más peligrosos. 

Las grietas de la economía colonial y las tensiones de la sociedad colonial se 
mostraron con claridad en el motín y la rebelión. De alguna manera se trataban 
de simples respuestas a la política borbónica. El desarrollo de la economía colonial 
y el crecimiento de los ingresos públicos, dos objetivos perfectamente compatibles 
a los ojos de los reformadores españoles, eran sentidos por los americanos como 
una contradicción básica dentro de la política imperial. La política borbónica res-
pecto a los indios también resultaba contradictoria —para los indios si no para la 
corona—, desgajada como estaba entre el deseo de protegerlos de los abusos y la 
explotación excesiva que padecían y como contribuyentes y abastecedores de mano 
de obra. Los instrumentos del cambio también eran juzgados desde distintos pun-
tos de vista. El avance del Estado borbónico, el fin del gobierno descentralizado 
y de la participación criolla eran considerados por las autoridades españolas como 
condición previa para poder ejercer el control y dar lugar a la recuperación. Pero 
para los criollos significaba que en lugar de las tradicionales negociaciones que se 
establecían con los virreyes, quienes aceptaban compromisos entre la ley y el pue-
blo, la nueva burocracia ejecutaba órdenes no negociables que provenían de un Es-
tado centralizado; esto para los criollos no constituía un avance. Los movimientos 
de protesta eran, por consiguiente, una oposición abierta a las innovaciones del go-
bierno; motines antifiscales y levantamientos en contra de abusos específicos ocu-
rrían dentro del marco de las instituciones y de la sociedad coloniales y no intenta-
ron desafiarlas. Pero las apariencias engañan. 

Las rebeliones mostraron la existencia de profundas tensiones sociales y racia-
les, conflictos e inestabilidad, que habían permanecido aletargadas a lo largo del 
siglo xvm y que estallaron de repente cuando la presión fiscal y otros agravios dieron 
lugar a la alianza de distintos grupos sociales contra la administración y ofrecieron 
a los sectores más bajos la oportunidad de sublevarse. Aunque no eran auténticas 
revoluciones sociales, pusieron de relieve conflictos sociales velados hasta enton-
ces. Esto es lo que puede verse en la reacción de los dirigentes criollos. Después 
de haberse implicado en lo que era una simple agitación antifiscal, generalmente 
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veían el peligro de una protesta más violenta desde abajo, dirigida no sólo contra 
las autoridades administrativas sino también contra todos los opresores. Los crio-
llos entonces se unían a las fuerzas de la ley y el orden para suprimir a los rebeldes 
sociales. La tipología de las rebeliones fue diversa. Los dos primeros movimientos, 
el de los comuneros del Paraguay (1721-1735) y la rebelión de Venezuela (1749-1752), 
aislados tanto cronológica como espacialmente de los otros, indicaron la existencia 
de un incipiente despertar regional y de la conciencia de que los intereses de Améri-
ca eran diferentes a los de los españoles. Por otro lado, la revuelta de Quito de 1765 
fue una protesta urbana y popular; se trató de un violento movimiento antifiscal 
en un área con una industria en decadencia, el cual puso de manifiesto el latente 
conflicto entre los españoles y los americanos y, tal como informó el virrey de Nue-
va Granada, demostró que los criollos «sentían odio a las rentas, a los europeos, 
que es el escollo contra el que por emulación más se combate, y a cuanto es suje-
ción».18 Los recaudadores de impuestos se volvieron más exigentes en tiempos de 
guerra, y lo fueron no sólo para obtener ingresos para la defensa del imperio, sino 
también para financiar las operaciones bélicas de España en Europa o en cualquier 
parte. La guerra de 1779-1783 entre España y la Gran Bretaña pesó fuertemente 
sobre las colonias, puesto que la metrópoli se empeñó en extraer aún mayores be-
neficios de ellas; el resentimiento se convirtió en rebelión, y pronto las provincias 
andinas del imperio se sumergieron en una crisis. 

En 1781, en Nueva Granada estalló un movimiento que constituyó una secuen-
cia modelo de las innovaciones borbónicas, de la resistencia colonial y del absolu-
tismo renovado. La principal causa del ultraje la constituía el proceder del regente 
y visitador general, Juan Francisco Gutiérrez de Piñeres, cuyos implacables méto-
dos e inflexibles demandas contrastaban enormemente con el tradicional procedi-
miento del regateo y el compromiso. Aumentó las alcabalas sobre las ventas en un 
4 por 100, reintegró la percepción de impuestos por la administración (sustrayén-
dola de los arrendatarios) y reimplantó un impuesto en desuso para la defensa na-
val. También reorganizó los monopolios del tabaco y el alcohol, aumentando los 
precios de su consumo y, en el caso del tabaco, restringió la producción a las áreas 
que lo producían de mayor calidad. Estas cargas recayeron sobre una economía es-
tancada, una población pobre y, ante todo, sobre los numerosos pequeños agricul-
tores. Después de una serie de protestas y de disturbios, el 16 de marzo de 1781 
estalló una seria rebelión que tenía como centro Socorro y San Gil. Los rebeldes 
se negaron a pagar los impuestos, atacaron los almacenes del gobierno, expulsaron 
a las autoridades españolas y, en nombre del común, nombraron a sus dirigentes. 
El máximo era Juan Francisco Berbeo, un hacendado de modesta posición y con 
cierta experiencia militar. Pronto, un movimiento que había empezado siendo po-
pular y predominantemente mestizo pasó al control de una élite criolla de propie-
tarios y funcionarios, que se sumaron a ella con cierta vacilación a fin de controlar 
lo que no habían podido prevenir. Los comuneros fueron una fuerza poderosa, al 
menos en número; un grupo de varios centenares se dirigieron a Bogotá juntamen-
te con un contingente de indios. Hubieran podido asaltar la capital e imponer el 
reino del terror sobre los españoles y los criollos, pero Berbeo y sus allegados no 

18. Joseph Pérez, Los movimientos precursores de la emancipación en Hispanoamérica, Ma-
drid, 1977, p. 64. 
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eran revolucionarios y el lema de su movimiento era tradicional: «Viva el rey y muera 
el mal gobierno». La tiranía a la que se oponían era la de los funcionarios españo-
les, pero no se enfrentaban a la estructura de la sociedad colonial. Además, Berbeo 
y los demás criollos contuvieron a las fuerzas rebeldes y prefirieron negociar con 
el arzobispo Caballero y Góngora e indirectamente con la élite de Bogotá. Esta era 
la salida tradicional y el resultado fue un compromiso, las llamadas capitulaciones 
de Zipaquirá (8 de junio de 1781). Por éstas, se suprimieron el monopolio del taba-
co y varios impuestos, se restringió y redujo la alcabala del 4 al 2 por 100, se esta-
blecieron ciertas reformas administrativas que favorecían al autogobierno local, se 
prometió a los americanos un mayor acceso a los cargos y se mejoraron las condi-
ciones de los indios. Las capitulaciones fueron negociadas por dos hombres, Ber-
beo y Caballero, convencidos de que era necesario hacer alguna concesión para evitar 
una revolución más violenta. Berbeo fue nombrado corregidor de Socorro pensan-
do que el movimiento se había terminado. Pero, ¿había concluido en realidad? 

Todos los sectores sociales de la colonia tenían alguna queja contra la política 
real y en un principio la revuelta lo reflejó. El movimiento comunero fue el resulta-
do de la alianza temporal entre el patriciado y la plebe, entre los blancos y la gente 
de color, que se oponían a la opresión burocrática y a las innovaciones fiscales. 
Los dirigentes eran propietarios agrícolas y comerciantes de nivel medio que enca-
bezaron la revuelta para controlarla y conducirla según sus intereses. La aristocra-
cia criolla de Bogotá también era algo así como aliada; como todo el mundo, tenía 
agravios a causa de los impuestos. Además tenía un interés particular en cierto ar-
tículo de las capitulaciones, uno que tenía poco que ver con los motivos del co-
mún, concretamente el que hacía referencia a los cargos: «hayan de ser antepuestos 
y privilegiados los nacionales de esta América a los europeos».19 Esto satisfizo a 
la élite criolla, por lo que se preparó para hacer causa común con las autoridades 
si la insurrección iba más lejos. Porque existían también otras víctimas y otras in-
justicias. Los indios también participaron en la revuelta: en Santa Fe y Tunja pidie-
ron la restitución de sus tierras y en los llanos de Casanare se levantaron en contra 
de las autoridades españolas, el clero y los blancos. En todas partes se negaron a 
pagar el tributo. Los ciudadanos de Bogotá sentían más terror de los indios que 
se encontraban fuera de las murallas que de los comuneros. Los indios, encoleriza-
dos por la invasión de sus tierras comunales (resguardos), no eran aliados fáciles 
de los hacendados criollos y de los mestizos deseosos de tierra, algunos de los cua-
les se habían aprovechado de los poblamientos de los indios y de la subasta de sus 
tierras. Aunque las capitulaciones aseguraron una reducción de los tributos y la 
restauración de los resguardos, intencionadamente establecían que los indios tenían 
el derecho de poseer y vender la tierra, lo cual más bien constituía una ganancia 
para los criollos y los mestizos, compradores potenciales, que para las comunida-
des indias. Pero los indios no eran los únicos comuneros que se sentían frustrados. 
La rebelión también había creado esperanzas entre los pobres y desposeídos de la 
colonia. Aunque también querían la abolición de los monopolios, lo que significa-
ba productos de consumo más baratos y libertad de producción, su móvil era el 
odio de los pobres contra los ricos, de los que nada tenían contra los que lo poseían 
todo. En la región de Antioquia, los mestizos, los mulatos y gente de otras castas 

19. Phelan, The people and the king, pp. 179-180. 
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se amotinaron, y los esclavos se enfrentaron a sus dueños y pidieron la libertad. 
En el mismo epicentro de la rebelión emergió un dirigente que representaba a los 
socialmente oprimidos. José Antonio Galán, un hombre del pueblo, quizás un mu-
lato o un mestizo, vio las capitulaciones como una traición, un recurso para evitar 
que los comuneros entraran en Bogotá. Retomó los aspectos más radicales del mo-
vimiento e hizo con ellos, si no una revolución auténtica, sí una protesta con un 
llamamiento más decidido a los sectores sociales más bajos, a las castas y quizás 
a los esclavos. 

Los criollos se sintieron atropellados y colaboraron con las autoridades para 
suprimir esta evolución desautorizada de su movimiento. Los antiguos dirigentes 
comuneros persiguieron a Galán, «el Tupac Amaru de nuestro reyno» —así le de-
signaban ahora—, y le impidieron que organizara una segunda marcha sobre Bo-
gotá. Tal como informó un funcionario, «los mismos capitanes del Socorro que, 
en la prontitud, unión y celo con que proceden a sosegar inquietudes con los nues-
tros, bien muestran su fidelidad, obediencia y amor al rey, y que sólo aspiraban 
a libertarse de opresiones y de las tenacidades del regente».20 Así los dirigentes de 
los comuneros fueron exonerados. Galán y sus seguidores, en cambio, fueron bru-
talmente ejecutados, constituyendo un aviso para los criollos y un ejemplo para 
la población. A raíz de la rebelión se redujeron los impuesros a los niveles anterio-
res pero se mantuvieron los monopolios y, si bien el régimen fiscal se ablandó, con-
servó el mismo objetivo y los ingresos reales continuaron subiendo. Más adelante 
el movimiento comunero fue considerado una oportunidad perdida en el camino 
hacia la independencia. Sin embargo, en el momento en que acontecía la insurrec-
ción, ni los comuneros ni sus oponentes lo vieron como un movimiento de inde-
pendencia. Las autoridades utilizaron el tema de la subversión social y los criollos 
demostraron que temían a las masas más que a España y que preferían la depen-
dencia a la revolución. 

En toda la América española pasaba lo mismo. El movimiento comunero se 
esparció por Venezuela, donde puso de manifiesto la existencia de divisiones simi-
lares en la sociedad colonial y donde fracasó en un aislamiento parecido. De he-
cho, se trató de otra revuelta antifiscal y antimonopolista; como tal abarcó a todos 
los sectores de la sociedad que estaba resentida por el incremento de la presión im-
perial ejercida por la nueva intendencia y por la política opresora del intendente, 
José de Abalos. Tal como observó el capitán general de los comuneros, Juan José 
García de Hevia, «Los ricos y los pobres, los nobles y la gente común, todos se 
quejan». Pero no todos reaccionaron de la misma manera. La reacción más violen-
ta fue la insurrección armada de la gente corriente de las provincias andinas: los 
pequeños labradores, los artesanos y vendedores al por menor, los trabajadores ur-
banos y rurales, a los que a veces se unieron los indios. Los caudillos del movi-
miento, que procedían de estratos sociales superiores, creían que podrían benefi-
ciarse de las capitulaciones tal como lo consiguieron los criollos de Nueva Granada. 
Pero la mayoría de la gente acomodada se mantuvo al margen. Los ricos criollos 
de Maracaibo se interesaban más por el comercio, por la expansión de la produc-
ción y de las exportaciones, que por los agravios padecidos por la pobre gente del 

20. Informe del 2 de junio de 1781, Archivo del General Miranda, 24 vols., Caracas, 1929-1950, 
XV, p. 42. 
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interior. Y cuando finalmente se enteraron de lo que ocurría con los comuneros, 
los condenaron y se ofrecieron para colaborar en la represión incluso «con sus pro-
pias personas».21 El capitán general de Venezuela alabó ante el gobierno a la aris-
tocracia criolla por su «espíritu de lealtad y amor al rey» y por su oposición a las 
exigencias de la población. En efecto, los criollos preferían España a la anarquía. 
De hecho, la misma estructura social existente constituía la última línea defensiva 
española. 

Esto aún se sintió más vivamente en Perú, donde los diferentes mundos de los 
blancos y de los indios coexistían en una proximidad poco tranquila. Sin embargo, 
en Perú la rebelión no era solamente india. En las ciudades existía otro tipo de mo-
vimiento, una insurrección que desde enero de 1780 se expandía como una infec-
ción y que se dirigía contra las aduanas interiores, las crecientes alcabalas y en con-
tra de otras formas de presión fiscal. Aunque desde las ciudades y las sierras vecinas 
los indios se juntaban por cientos a la protesta, era más significativa la participa-
ción de los criollos pobres, de los mestizos, cholos y otras castas, que estaban re-
sentidos por la extensión de las contribuciones sobre ellos. Los centros principales 
del movimiento eran Cuzco, Arequipa, La Paz y Cochabamba. Los sublevados de 
La Paz apelaron por el establecimiento de una unidad al estido de la que se había 
creado en las colonias inglesas de América del Norte, dignas «de memoria y nues-
tra envidia».22 Pero el descontento criollo no era de la misma clase que el de los 
indios, y la revuelta antifiscal fue sobrepasada por la rebelión india, así que la ma-
yoría de los criollos se retrotrajeron o alejaron de los movimientos urbanos. Este 
fue el caso de Oruro, donde, en 1781, una revuelta dirigida por criollos fue supera-
da numéricamente por la alianza establecida entre los indios y los cholos, hasta 
que los criollos se pasaron al lado de las autoridades españolas para defenderse 
de ellos y expulsarlos de la ciudad. 

Las quejas de los indios eran más serias y sus causas eran más profundas, pro-
cediendo como procedían de la tiranía de los corregidores (que respecto a los in-
dios eran a la vez sus funcionarios, jueces y comerciantes), con su inflexible de-
manda de tributos, contribuciones y diezmos, con el reparto, o imposición de bienes 
que obligaban a consumir, y con el sistema de la mita que suponía, sobre todo en 
las minas de Potosí, la inhumana exigencia de mano de obra forzada. Entre las 
diferentes medidas borbónicas, particularmente dos —el incremento de la alcabala 
del 4 al 6 por 100 y el establecimiento de aduanas interiores para asegurarse la 
recaudación— pesaban duramente sobre los indios, los comerciantes y asimismo 
sobre los consumidores, y sirvieron para enajenar el apoyo de los grupos medios 
de la sociedad india y para estimular la aparición de cabecillas rebeldes. Perú, a 
lo largo del siglo xvn i , fue escenario de periódicas sublevaciones indias que cul-
minaron en la conducida por José Gabriel Tupac Amaru, un educado cacique que 
era descendiente de la familia real inca. En la década de 1770 Tupac Amaru empe-
zó una movilización pacífica para obtener reformas; la inició buscando justicia ante 
los tribunales españoles. Cuando no obtuvo ningún resultado, y como el visitador 

21. Carlos E. Muñoz Oraá, Los comuneros de Venezuela, Mérida, 1971, pp. 136-137; Pérez, 
Los movimientos precursores, p. 105. 

22. Boleslao Lewin, La rebelión de Tupac A maru y los orígenes de la emancipación america-
na, Buenos Aires, 1957, p. 151. 
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general José Antonio de Areche apretó el dogal aún más al Perú indio, condujo 
a sus seguidores a una insurrección violenta, con ataques a los corregidores, sa-
queo de los obrajes y ocupación de los pueblos. El movimiento empezó en Cuzco 
en noviembre de 1780 y pronto se extendió por el sur de Perú, y en un segundo 
momento, en una fase más radical, se propagó por los territorios aymará del Alto 
Perú. La extensa red familiar de Tupac Amaru y sus conexiones con el comercio 
y el transporte regional confirieron al movimiento una dirección coherente, una fuen-
te de reclutamiento y una continuidad del liderazgo. Pero el mayor ímpetu provino 
de la misma causa. 

Tupac Amaru declaró la guerra a muerte contra todos los españoles; su objeti-
vo era «que no haya más corregidores en adelante, como también con totalidad se 
quiten alcabalas, mitas en Potosí, aduanas y otras muchas introducciones perni-
ciosas». Se esforzó por dar a su movimiento un carácter amplio, haciendo un lla-
mamiento general sin tener en cuenta las divisiones sociales. Convocó a los criollos 
a juntarse con los indios «destruyendo a los europeos», y se declaró a favor de «el 
amparo, protección y conservación de todos los españoles criollos, de los mestizos, 
zambos e indios, y su tranquilidad, por ser todos paisanos y compatriotas, como 
nacidos en nuestras tierras, y de un mismo origen de los naturales, y de haber pa-
decido todos igualmente dichas opresiones y tiranías de los europeos».23 El inten-
to de lograr la alianza con los criollos fracasó. La política social de Tupac Amaru 
era demasiado revolucionaria para satisfacer a alguien más que a los desposeídos. 
Atacó el trabajo forzado y prometió la libertad de los esclavos, o al menos de aque-
llos que entraran a formar parte de su ejército. Buscó la manera de destruir los obrajes 
y los repartimientos de comercio, mientras sus seguidores atacaban las ciudades blan-
cas y sus habitantes de forma indiscriminada. Espantados por la magnitud de la 
rebelión, los criollos hicieron causa común con los españoles para defender su he-
rencia. La Iglesia y el Estado, los criollos y los europeos, todos los que formaban 
parte del orden establecido, cerraron filas en contra de Tupac Amaru y después de 
una violenta lucha en la que murieron 100.000 personas, la mayoría indios, el mo-
vimiento fracasó. Los dirigentes indios fueron brutalmente ejecutados, sus segui-
dores abatidos; hacia enero de 1782, después de una conmoción corta pero seria, 
los españoles recuperaron el control. Se ponían en vigor unas pocas reformas de 
las instituciones —los intendentes sustituyeron a los corregidores y se abolieron los 
repartimientos—, pero debe entenderse que estas medidas fueron dictadas más bien 
para fortalecer el poder imperial que para asegurar el bienestar de los indios. 

¿Aspiraba Tupac Amaru a la independencia? Las autoridades españolas lo ase-
guraban, y simpatizantes suyos en otras partes de América le vieron como rey de 
Perú. Indudablemente se hizo más radical una vez que estalló la rebelión, pero que 
pretendiera la independencia es otra cosa. Las pruebas documentales son muy poco 
claras y a veces incluso son sospechosas. De todos modos, la libertad respecto a 
España era sólo una parte de su programa. La auténtica revolución era contra los 
privilegios de los blancos, ya fueran criollos o españoles, y su deseo final era aca-
bar con el sometimiento de los indios. Se trataba esencialmente de objetivos de ca-
rácter social. En cuanto a la independencia, era poco probable que una rebelión 
india pudiera haber tenido las ideas, la organización y los recursos militares nece-

23. Ibid., pp. 402-403, 415-416, 422-423. 
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sarios para tal causa. Además, entre los indios faltó solidaridad. Durante el levan-
tamiento de Tupac Amaru, al menos 20 caciques, ya fuera por motivos de rivalidad 
personal y tribal o bien porque ya se encontraban insertos en el sistema español, 
mantuvieron leal a la corona a su gente y en algunos casos se integraron en las fuerzas 
realistas. A las revueltas indias les faltó otro ingrediente para obtener la indepen-
dencia: la dirección criolla. Los criollos estaban inmersos en la estructura econó-
mica existente, y ésta se basaba en el trabajo indio en las minas, en las haciendas 
y en los obrajes. Y, pocos como eran, dudaron en ponerse a la cabeza de un movi-
miento que podían no ser capaces de controlar. La independencia, cuando llegó, 
se hizo sobre términos diferentes. 

Las rebeliones del siglo x v m no fueron propiamente hablando «antecedentes» 
de la independencia. Es verdad que las autoridades españolas las denunciaron como 
subversivas, ya fuera por miedo o con propósitos propagandísticos. El intendente 
Abalos arguyo que la raíz de todas las rebeliones de 1780-1781 no estaba en las im-
posiciones «sino en la desafección de estos naturales a la España y en el vehemente 
deseo de la independencia».24 Esto era más de lo que los propios rebeldes pensa-
ban. Apelaban más a utopías sobre al pasado, a una época dorada precarolina en 
la que la centralización burocrática y la opresión impositiva eran desconocidas. Sin 
embargo, aunque los insurrectos no formularon ninguna idea de independencia, 
colaboraron en crear un clima de opinión que los presentaba como un reto funda-
mental al sistema tradicional. Probaron que en efecto la fórmula «Viva el rey y muera 
el mal gobierno» era obsoleta; como medio de protesta ya no podía seguir siendo 
realista, desacreditada como estaba por los mismos Borbones, cuya política cen-
tralizadora invalidaba la vieja distinción entre el rey y el gobierno, e hizo a la coro-
na francamente responsable de los actos de sus servidores. Además, las revueltas 
hicieron más patente el hecho de que el nuevo gobierno venía de fuera. En este sen-
tido, constituyeron una etapa más avanzada del desarrollo o en la toma de concien-
cia de las colonias, signo de incipiente nacionalismo, defensa dramática de una iden-
tidad y de unos intereses claramente diferentes de los de la metrópoli. Los comuneros 
manifestaron que Nueva Granada era su país, que éste pertenecía a quien había 
nacido y vivía allí, y que estos propietarios naturales se veían amenazados por los 
españoles intrusos. También la rebelión en Perú expresó un sentido de nacionalidad. 

Tupac Amaru habló de paisanos, de compatriotas, señalando a los peruanos 
como distintos de los españoles europeos. En su proclama del 16 de noviembre de 
1780, en que ofreció la libertad a los esclavos, hizo un llamamiento a la «Gente 
Peruana» para que le ayudasen en su enfrentamiento con la «Gente Europea», para 
el «bien común de este reyno».25 La «Gente Peruana», a quien también llamaba 
gente nacional, comprendía a los blancos, mestizos e indios, todos los que habían 
nacido en Perú, dado que eran distintos de los extranjeros. Estas ideas fueron un 
resultado natural de la experiencia colonial. Sin embargo, no eran representativas 
del movimiento indio en su conjunto. 

El incipiente nacionalismo tuvo una poderosa influencia, pero no fue india. El 

24. Representación a Carlos I I I , Caracas, 24 de septiembre de 1781, Muñoz Oraá, Los comu-
neros de Venezuela, p. 39. 

25. Colección documental de la independencia del Perú, 30 vols., Lima, 1971, I I , I I , p. 272. 
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manifiesto de Tupac Amaru más bien expresaba conceptos criollos que indios: eran 
ideas de un dirigente precoz, no las de un indio propiamente dicho. Los indios, así 
como otros elementos marginalizados de la sociedad colonial, podían tener bien 
poco, si es que tenían algo, de sentido de identidad nacional, y sus relaciones más 
cercanas eran con la hacienda, la comunidad o la administración local, y no con 
una entidad mayor. Las expectativas de los criollos, por otro lado, reflejaban la 
existencia de una percepción más profunda, de un sentido de identidad en desarro-
llo, de la convicción de que ellos eran americanos y no españoles. Este proto-
sentimiento de nacionalidad era más subversivo ante la soberanía española y mejor 
conductor a la independencia que las peticiones específicas de reforma y cambio. 
A l mismo tiempo que los americanos empezaban a repudiar la nacionalidad espa-
ñola, estaban también tomando conciencia de las diferencias que había entre ellos, 
porque incluso en el estado prenacional las diferentes colonias rivalizaban entre ellas 
en cuanto a sus recursos y a sus pretensiones. América era un continente demasia-
do vasto y un concepto demasiado vago como para atraer lealtades individuales. 
Los hombres eran en primer lugar mexicanos, venezolanos, peruanos, chilenos, y 
era en su propio país y no en América donde encontraban su hogar nacional. Estos 
países se definían por su historia, por sus fronteras administrativas y por los con-
tornos físicos que los demarcaban, no sólo ante España sino también entre sí. Este 
era el ámbito donde estaban establecidas las sociedades americanas, cada una de 
ellas única, y sus economías, todas con intereses diferentes. 

¿De qué fuentes se alimentaba esta conciencia nacional? Los americanos esta-
ban redescubriendo su tierra, gracias a una original literatura americana. Los es-
critores criollos de México, Perú y Chile expresaban y nutrían un nuevo despertar 
de patria y un mayor sentido de exclusivismo, porque tal como señaló el Mercurio 
Peruano: «Más nos interesa el saber lo que pasa en nuestra nación».26 Entre los 
primeros que dieron expresión cultural al americanismo se encuentran los jesuítas 
criollos que fueron expulsados de su tierra en 1767, los cuales en el exilio se convir-
tieron en los precursores del nacionalismo americano. El jesuíta peruano Juan Pa-
blo Viscardo fue un ardiente abogado de la independencia, a favor de cuya causa 
publicó en 1799 Lettre aux Espagnots-Américains. «El Nuevo Mundo —escribió 
Viscardo— es nuestra patria, su historia es la nuestra, y es en ella que debemos 
examinar nuestra situación presente, para determinarnos, por ella, a tomar el par-
tido necesario a la conservación de nuestros derechos propios, y de nuestros succe-
sores.»27 La obra de Viscardo fue un llamamiento a la actuación revolucionaria. 
Sin embargo, la mayoría de los jesuítas exiliados tenían otro objetivo: escribían para 
hacer desaparecer la ignorancia que los europeos tenían sobre sus países; describie-
ron la naturaleza y la historia de sus lugares de procedencia, sus recursos y sus bie-
nes, dando lugar tanto a estudios de erudición como de literatura. Aunque no se 
trataba aún de una literatura nacional, contenía un ingrediente esencial del nacio-
nalismo: la conciencia del pasado histórico de la patria. Pero el sentido auténtico 
de los trabajos de los jesuítas no radicó en su directa influencia —sólo unos pocos 
se publicaron en español durante su vida—, sino en el hecho de que expresa-

26. R. Vargas Ugarte, Historia del Perú. Virreinato (Siglo xvm), Buenos Aires, 1957, p. 36. 
27. Miguel Batllori, El Abate Viscardo. Historia y mito de la intervención de los Jesuítas en 

la Independencia de Hispanoamérica, Caracas, 1953, Apéndice, p. vin. 
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ron el pensamiento menos articulado de otros americanos. Cuando los criollos ex-
presaron ellos mismos su patriotismo, lo hicieron de un modo más optimista que 
el de los exiliados. El período de la preindependencia vio el nacimiento de una lite-
ratura de identidad en la que los americanos glorificaban sus países, exaltaban sus 
recursos y valoraban a sus gentes. A la vez que enseñaban a sus compatriotas cuál 
era su patrimonio, les mostraban cuáles eran las cualidades americanas para ocu-
par cargos y, de hecho, las que tenían para poder autogobernarse. Los mismos 
términos utilizados —patria, tierra, nación, nuestra América, nosotros los ameri-
canos— creaban confianza a fuerza de repetirlos. Aunque se trataba de un nacio-
nalismo cultural más que político y que no era incompatible con la unidad del im-
perio, preparó a la gente para la independencia, al recordarles que América tenía 
recursos independientes y que los tenían en sus manos. 

El nuevo americanismo tuvo un poder más fuerte que la Ilustración. Las ideas 
de los philosophes franceses, su crítica a las instituciones sociales, políticas y reli-
giosas contemporáneas y su concepto de la libertad humana no eran desconocidos 
en el mundo hispánico, aunque no contaban con una aceptación universal, y la ma-
yoría de la gente continuaba siendo de convicción católica y fiel a la monarquía 
absoluta. La versión española de la Ilustración estaba purgada de contenido ideo-
lógico y quedó reducida a un programa de modernización dentro del orden esta-
blecido. Aplicada a América, por un lado significaba convertir a la economía im-
perial en una fuente de riqueza y poder más fructífera y, por otro, mejorar los medios 
de control. «De poner en sus debidos valores mis rentas reales», así era como Car-
los I I I calificaba su política colonial en 1776, y eso tenía poco que ver con la Ilus-
tración. Y si en la propia España los cambios que tuvieron lugar después de 1765 
fueron solamente marginales, en Hispanoamérica los valores y las estructuras per-
manecieron igualmente sin cambiar. En este contexto se puede cuestionar si el tér-
mino «Ilustración» o incluso «reforma» son apropiados para describir la política 
imperial española o a su entorno ideológico en el período de 1765-1810. Desde lue-
go había un sentido en el que la modernización estaba en deuda con el pensamien-
to del siglo x v i i l : el valor concedido al conocimiento útil, los intentos de mejorar 
la producción a través de las ciencias aplicadas, la creencia en la benéfica influen-
cia del Estado, eran todas reflexiones de su tiempo. Tal como el arzobispo y virrey 
Caballero y Góngora explicaba a su sucesor, era necesario sustituir las especulacio-
nes infructuosas por ciencias útiles y exactas, y en un reino como Nueva Granada, 
que tenía productos para explotar, carreteras que construir, minas y marismas para 
drenar, había más necesidad de gente preparada para observar y medir que para 
filosofar. Una modernización de este tipo tenía más que ver con la tecnología que 
con la política. En realidad, la «Ilustración» española en América fue poco más 
que un programa de imperialismo renovado. 

Sin embargo, la América española pudo conocer la nueva filosofía directamen-
te de sus fuentes originales en Inglaterra, Francia y Alemania, ya que la literatura 
de la Ilustración circulaba con relativa libertad. En México existía un público para 
las obras de Newton, Locke y Adam Smith, para Descartes, Montesquieu, Voltaire, 
Diderot, Rousseau, Condillac y D'Alembert. Los lectores se encontraban entre los 
oficiales de alta graduación, entre los comerciantes y los individuos de los sectores 
profesionales, entre el personal de las universidades y los eclesiásticos. En Perú ha-
bía un grupo de intelectuales, algunos de ellos salidos del real colegio de San Car-
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los, miembros de la Sociedad Económica y colaboradores del Mercurio Peruano, 
que admiraban los escritos de Locke, Descartes y Voltaire, y estaban familiarizados 
con las ideas del contrato social, la primacía de la razón y el culto a la libertad. 
¿Pero qué significaba todo ello? La Ilustración de ningún modo era universal en 
América, ni tampoco sobrevivió intacta una vez que se implantó allí, puesto que 
su expansión, mermada por el conservadurismo y limitada por la tradición, fue 
escasa. Cronológicamente su impacto fue tardío. Las revoluciones de 1780-1781 te-
nían muy poco, si es que algo tenían, del pensamiento de la Ilustración; fue entre 
entonces y 1810 cuando empezó a enraizar. Su difusión se incrementó en la década 
de 1790: en México la Inquisición empezó a reaccionar, alarmada menos por la he-
terodoxia religiosa que por el contenido político de la nueva filosofía a la que se 
miraba como sediciosa, «contraria a la quietud de los estados y reynos», llena de 
«principios generales sobre la igualdad y libertad de todos los hombres», y en algu-
nos casos un medio de obtener noticias de «la espantosa revolución de Francia que 
tantos daños ha causado».28 En general, sin embargo, la Ilustración inspiró en sus 
discípulos criollos, más que una filosofía de la liberación, una actitud independiente 
ante las ideas e instituciones recibidas, significó una preferencia por la razón frente 
a la autoridad, por el experimento frente a la tradición, por la ciencia frente a la 
especulación. Sin duda estas fueron influencias constantes en la América españo-
la, pero por el momento fueron agentes de reforma y no de destrucción. 

Pero aun así había cierto número de criollos que miraban más allá de la refor-
ma, hacia la revolución. Francisco de Miranda, que había leído los trabajos de los 
philosophes mientras seguía su carrera militar en España en la década de 1770, trans-
formó la ideología en activismo. Lo mismo hizo Simón Bolívar, cuya educación 
liberal, amplias lecturas y extensos viajes por Europa le abrieron la mente a nuevos 
horizontes, en particular al ejemplo político inglés y al pensamiento de la Ilustra-
ción. Hobbes y Locke, los enciclopedistas y los philosophes, especialmente Mon-
tesquieu, Voltaire y Rousseau, todos le dejaron una honda huella y le imprimieron 
el gusto por la razón, la libertad y el orden que le duró toda la vida. En el Río 
de la Plata, Manuel Belgrano leyó extensamente la nueva filosofía. Mariano More-
no, que se formó en la Universidad de Chuquisaca junto con otros revolucionarios, 
era un admirador entusiasta de Rousseau, cuyo Contrato social editó en 1810 «para 
instrucción de los jóvenes americanos». 

En Nueva Granada un grupo de criollos educados, políticamente más avanza-
dos que los comuneros, constituyeron un núcleo de oposición radical al régimen 
español. Pedro Fermín de Vargas condujo la Ilustración hasta la subversión. En 
1791 abandonó Zipaquirá, de donde era corregidor, para ir al extranjero en busca 
de ayuda para sus propósitos revolucionarios. Manifestó ante el gobierno británico 
que los americanos y los indios eran tratados como extranjeros y esclavos en su 
propio país y se encontraban al borde de la insurrección: «la población del país 
es suficiente para aspirar a la Independencia y el Nuevo Reyno de Granada es hoy 
como un hijo mayor que necesita emanciparse».29 Para poder financiar su viaje 
vendió sus libros a Antonio Nariño, un joven y rico criollo de Bogotá. En 1793 

28. M. L. Pérez Marchand, Dos etapas ideológicas del siglo XVIII en México a través de 
los papeles de la Inquisición, México, 1945, pp. 122-124. 

29. Vargas al gobierno británico, 20 de noviembre de 1799, Archivo del General Miranda, 
XV, p. 388. 



36 HISTORIA DE AMERICA LATINA 

Nariño imprimió en su propia imprenta una traducción del francés de la «Declara-
ción de los Derechos del Hombre», un documento que ya había sido prohibido en 
América por la Inquisición de Cartagena. La edición de cien ejemplares fue des-
truida apenas salió de la imprenta, y su editor exiliado por traidor. Nariño era ami-
go de Francisco Javier Eugenio de Santa Cruz y Espejo, médico y abogado mestizo 
de Quito, discípulo también de la Ilustración. En una serie de publicaciones satíri-
cas, Espejo criticó con rudeza los defectos de la economía quiteña, denunciando 
el dominio español como su causa principal. En 1795 también él fue encarcelado 
acusado de subversión. Aunque las autoridades españolas trataron esta oposición 
criolla como si fuera una conspiración, de hecho los sucesos de 1793-1795 fueron 
actos de propaganda más que de revolución y se hallaban limitados a. la élite. Su 
importancia radica en que mostraron la influencia de la Revolución francesa, pero 
qp neniarían rojLunaJjaseJ^rme. 

La conspiración de ManuefGual y José María España fue más seria, ya que 
pensó establecer una república independiente en Venezuela. A los dos venezolanos 
se les unió un exiliado español, Juan Bautista Picornell, lector de Rousseau y de 
los enciclopedistas y un decidido republicano. Habiendo reclutado pardos y blan-
cos pobres, trabajadores y pequeños propietarios, la conspiración estalló en La Guai-
ra en julio de 1797 haciendo un llamamiento a la igualdad y a la libertad, a la ar-
monía entre las clases, la abolición del tributo indio y de la esclavitud de los negros, 
y el establecimiento de la libertad de comercio. Los conspiradores atacaban «el m^l 
gobierno colonial», e invocaron el ejemplo de las colonias inglesas de Norteaméri-
ca. La fórmula de los levantamientos anteriores, «viva el rey y muera el mal gobier-
no», fue rechazada como contradictoria. O el rey sabía lo que hacía su gobierno 
y lo autorizaba, o no lo sabía y faltaba a su deber. Ellos querían una república, 
nada menos; pero obtuvieron una débil respuesta. Los propietarios criollos colabo-
raron con las autoridades para suprimir a los hombres de La Guaira, ofreciendo 
sus servicios al capitán general «no sólo con nuestras personas y haciendas, sino 
también formar en el momento compañías armadas a nuestra costa». El movimiento 
quedó condenado al fracaso a causa de su radicalismo. 

Estos hombres fueron auténticos precursores de la independencia, aunque cons-
tituían una minoría y mantenían una posición por delante de la que tenía la opi-
nión pública. Los criollos tenían muchas objeciones frente el régimen colonial, pero 
eran más de carácter pragmático que ideológico: en última instancia, la amenaza 
más grande al poder español vino de los intereses americanos y no de las ideas euro-
peas. La distinción puede ser sin embargo irreal. El pensamiento de la Ilustración 
formaba parte del conjunto de factores que a la vez eran un impulso, un medio 
y una justificación de la revolución venidera. Si bien la Ilustración no fue una «cau-
sa» aislada de la independencia, es parte de su historia; proveyó algunas de las ideas 
que la informaron y constituyó un ingrediente esencial del liberalismo hispano-
americano en el período de la postindependencia. Durante las guerras de indepen-
dencia y también después de ellas, hombres de intereses económicos y de posición 
social idénticos frecuentemente adoptaron sus principios políticos opuestos. Las 
ideas tenían su propia fuerza y las convicciones su propia persuasión. 

Las revoluciones de América del Norte y Francia condujeron la Ilustración a 
la vida política. En torno a 1810 la influencia de los Estados Unidos se ejercía por 
su misma existencia; el cercano ejemplo de libertad y de republicanismo se mantu-
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vo como una activa fuente de inspiración en Hispanoamérica, la cual aún no tenía 
motivos de recelo respecto a la política de su poderoso vecino. 

Ya en 1777 el Dr. José Ignacio Moreno, primero rector de la Universidad Cen-
tral de Venezuela y después participante en la conspiración de 1797, tenía una ver-
sión en español de la proclamación del Congreso Continental (1774-1775). Los tra-
bajos de Tom Paine, los discursos de John Adams, Jefferson y Washington circulaban 
por el continente suramericano. Varios de los precursores y dirigentes de la inde-
pendencia visitaron los Estados Unidos y vieron en directo el funcionamiento de 
las instituciones libres. Fue en Nueva York, en 1748, donde Francisco de Miranda 
concibió la idea de «la libertad y la independencia de todo el continente hispano-
americano». Bolívar tuvo urr respeto permanente por Washington y admiraba, aun-
que no de modo acrítico, el progreso de los Estados Unidos, «el trono de la liber-
tad y el asilo de las virtudes», tal como él decía. El comercio estadounidense con 
la América española fue una vía no sólo de colocar productos y servicios, sino tam-
bién para introducir libros e ideas. Comerciantes de los Estados Unidos, cuyos prin-
cipios liberales coincidían con su interés en la expansión de un mercado no mono-
polista, introdujeron en el área copias, traducidas al español, de la Constitución 
Federal y de la Declaración de Independencia. Después de 1810, los hispanoameri-
canos buscarían en la experiencia republicana de sus vecinos del norte una guía 
de los derechos a la vida, a la libertad y a la felicidad. Las constituciones de Vene-
zuela, de México y de otros países se moldearían según la de los Estados Unidos 
y muchos de los nuevos líderes —aunque no Bolívar— estarían profundamente in-
fluidos por el federalismo norteamericano. 

El modelo de revolución que ofrecía Francia contó^ con menos adeptxis. En 1799 
Miranda dijo al respecto: «Dos grandes exemplos tenemos delante de los ojos: la 
Revolución Americana y la Francesa. Imitemos discretamente la primera; evitemos 
con sumo cuidado los fatales efectos de la segunda».30 Las primeras impresiones 
habían levantado las más grandes esperanzas. Manuel Belgrano en su autobiogra-
fía describió la respuesta de los jóvenes intelectuales —él se encontraba entonces 
en España— ante los sucesos de 1789: «se apoderaron de mí las ideas de libertad, 
igualdad, seguridad, propiedad, y sólo veía tiranos en los que se oponían a que 
el hombre, fuese donde fuese, no disfrutase de unos derechos que Dios y la Natura-
leza le habían concedido».31 El gobierno español intentó evitar la llegada de noti-
cias y propaganda francesas impidiendo su entrada, pero una oleada de literatura 
revolucionaria en España y América derribó las barreras. Algunos la leyeron por 
curiosidad. Otros encontraron en ella su soporte espiritual, abrazaron los princi-
pios de la libertad y aplaudieron los derechos del hombre. La igualdad era otra cosa. 
Situados como estaban entre los españoles y las masas, los criollos querían más 
igualdad para ellos y menos para las clases infeiiores. A medida que la Revolución 
francesa se volvía más radical y que cada vez se conocíaTíhejof, atraía menos a la 
jmstocracia criolla. La vieron como un monstruo de democracia extrema y anar-
quía, que, si era admitida en América, destruiría el mundo de privilegio que dis-
frutaban. No se trataba de un peligro remoto. 

En 1791 la colonia francesa en el Caribe, Saint-Domingue, se vio envuelta en 

30. Miranda a Gual, 31 de diciembre de 1799, ibid, XV, p. 404. 
31. Manuel Belgrano, Autobiografía, Buenos Aires, 1945, pp. 13-18. 
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una revuelta esclava de grandes dimensiones. Saint-Domingue era todo un prototi-
po, puesto que era la colonia más productiva del Nuevo Mundo, dedicada única-
mente a exportar azúcar y café a la metrópoli. Por esta razón Francia tenía allí un 
destacamento militar y funcionarios, una economía de plantación y una fuerza de 
trabajo esclava que estaba controlada por la violencia. La situación social siempre 
era explosiva, no sólo por la despiadada explotación ejercida sobre medio millón 
de esclavos y el sistema de degradación padecido por la gente de color libre, sino 
también a causa de las divisiones existentes dentro de la minoría blanca. Con este 
panorama de desintegración en que los grands blancs se enfrentaban a los petits 
blancs, los blancos a los mulatos, los mulatos a los negros, Saint-Domingue era 
el microcosmos de la América colonial. La Revolución de 1789 actuó de disolvente 
instantáneo, produjo diferentes respuestas a la oportunidad de libertad e igualdad 
que se presentaba y liberó las tensiones sociales y raciales tanto tiempo reprimidas. 
A l conocer que la raza dominante se hallaba dividida, los esclavos se rebelaron en 
agosto de 1791, atacaron las plantaciones y a sus propietarios y comenzaron una 
larga y feroz lucha por la abolición de la esclavitud y por la independencia respecto 
a Francia. La política francesa se movió entre la abolición decretada por la Asam-
blea Nacional y el intento de Napoleón de recuperar la isla y reintroducir la esclavi-
tud. A l final Francia tuvo que admitir su fracaso y el 1 de enero de 1804 los genera-
les negros y mulatos proclamaron el nuevo estado de Haití, la primera república 
negra de América. 

Haití, observada por los dirigentes y los dirigidos con creciente horror, consti-
tuyó un ejemplo y un aviso para la América española. Los criollos ahora podían 
ver los resultados inevitables producidos por la falta de unidad en la metrópoli, 
por la pérdida de energía por parte de las autoridades y por la pérdida del control 
por parte de la clase dirigente colonial. Haití no sólo representaba la independen-
cia sino la revolución, no sólo la libertad sino también la igualdad. El nuevo régi-
men exterminó sistemáticamente a los blancos que quedaban e impidió que cual-j 
quier blanco se volviera a establecer como propietario; se reconocía como haitiano 

. a cualquier negro y mulato descendiente de africano nacido en otras colonias, fue-
ra esclavo o libre, y se les invitó a desertar; por otro lado, declaró la guerra al co-
mercio de esclavos. Estas medidas sociales y raciales convirtieron a Haití en un ene-
migo ante los ojos de los regímenes coloniales y esclavistas de América, que 
inmediatamente tomaron medidas para protegerse; nadie lo hizo de manera más 
vigorosa que España, que en el curso de la revolución haitiana había perdido la 
colonia vecina de Santo Domingo. En noviembre de 1791, dentro de los tres meses 
que siguieron al estallido, se avisó a las autoridades coloniales españolas para que 
adoptaran medidas defensivas para prevenir el contagio. A los haitianos negros se 
les negó la entrada en las colonias españolas e incluso se sospechaba de los refugia-
dos blancos procedentes de la isla. 

Venezuela fue considerada como particularmente vulnerable a la penetración, 
dada su proximidad y su propia historia de protestas, resistencia y fugas de escla-
vos a lo largo de todo el siglo xvm. Algunos negros y mulatos de las Antillas fran-
cesas, huyendo de la contraofensiva de Napoleón, llegaron a la costa este venezola-
na, vía Trinidad, constituyendo, a los ojos del gobierno, una quinta columna. 
Alarmados por el avance de sus propios pardos, los criollos de Venezuela reaccio-
naron duramente. La Audiencia de Caracas buscó la manera de proteger la esclavi-
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tud frente a las doctrinas revolucionarias francesas, «capaces de causar perjudicia-
les impresiones en las gentes sencillas, especialmente en los esclavos que en sólo 
esta Provincia pasan de cien mil». Había pruebas recientes de ello: en 1795 una 
revuelta de negros y de pardos convulsionó Coro, el centro de la industria de la 
caña de azúcar y la base de la aristocracia blanca extremadamente consciente de 
su raza y de su clase. El movimiento estaba dirigido por José Leonardo Chirino 
y José Caridad González, unos negros libres que habían viajado por el Caribe y 
conocían los sucesos de Francia y de Haití. Movilizaron a los esclavos y trabajado-
res de color; unos 300 se levantaron en mayo de 1795 y proclamaron «la ley de los 
franceses, la República, la libertad de los esclavos y la supresión de los impuestos 
de alcabalas y demás que se cobraban a la sazón».32 Los rebeldes ocuparon las ha-
ciendas, saquearon las propiedades, mataron a los terratenientes y asaltaron la ciu-
dad de Coro, pero quedaron aislados, fueron aplastados fácilmente y algunos fue-
ron fusilados sin juicio previo. La revolución haitiana tuvo aún más consecuencias. 
En mayo de 1799 una expedición corsaria de Puerto Príncipe quiso colaborar con 
una rebelión en Maracaibo, donde 200 hombres de la milicia parda querían matar 
a los blancos, establecer «el sistema de la libertad y de la igualdad» y crear una 
república negra como Haití, empezando por abolir la esclavitud. También fracasó, 
pero constituye otro ejemplo de que la lucha latente y constante de los negros con-
tra los blancos caracterizó los últimos años del régimen colonial. 

Los revolucionarios hispanoamericanos querían mantenerse a distancia de la 
revolución haitiana. Miranda en particular estaba preocupado por el efecto que po-
dría tener sobre su reputación en Inglaterra: «Le confieso que tanto como deseo 
la libertad y la independencia del Nuevo Mundo, otro tanto temo la anarquía y 
el sistema revolucionario. No quiera Dios que estos hermanos países tengan la suerte 
de Saint-Domingue, teatro de sangre y crímenes, so pretexto de establecer la liber-
tad; antes valiera que se quedaran un siglo más abajo la opresión bárbara e imbécil 
de España».33 Miranda consideró que le era vital alcanzar Venezuela antes de que 
lo hicieran los haitianos, y en 1806 condujo una pequeña expedición a su patria. 
Desafortunadamente para su reputación, para reagruparse se paró en Haití donde 
se le dijo que no se contentarían con exhortar a los criollos para que se levantaran, 
sino que querían «cortar las cabezas de todos sus enemigos y prender fuego en to-
das partes», y desde donde corrió el rumor de que pensaba recurrir a haitianos ne-
gros.34 De hecho, Miranda, como otros criollos, era conservador en cuestiones so-
ciales y no tenía intención de incitar a una guerra racial. Pero el daño ya estaba 
hecho. En Coro, primero fue recibido por un silencio sepulcral y después por la 
oposición de los terratenientes criollos, que le denunciaron como «hereje» y 
«traidor». 

Si el caso de Haití constituyó un aviso, también fue un ejemplo. Los hispano-
americanos pronto tendrían que enfrentarse a la crisis de la metrópoli y a la quie-
bra del control imperial. Entonces tendrían que llenar el vacío político y agarrarse 
a la independencia, no para crear otro Haití sino para evitar que sucediera lo que 
allí sucedió. 

32. Pedro M. Arcaya, Insurrección de los negros en la serranía de Coro, Caracas, 1949, p. 38. 
33. Miranda a Turnbull, 12 de enero de 1798, Archivo del General Miranda, XV, p. 207. 
34. Paul Verna, Pétion y Bolívar, Caracas, 1969, p. 95. 
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La crisis se produjo en 1808, como culminación de dos décadas de depresión 
y guerra. Las reformas borbónicas en España quedaron interrumpidas por el im-
pacto de la Revolución francesa, que llevó a los atemorizados ministros a la reac-
ción y al desconcertado rey a los brazos de Manuel Godoy. A l descender la calidad 
de los dirigentes, desde los niveles de Carlos I I I y sus ministros reformadores a los 
de Carlos IV y al favorito de la corte, el gobierno se redujo al simple patronato 
en el interior y al clientelismo en el exterior. Además, los españoles sufrieron gran-
des adversidades. La crisis agraria de 1803 produjo una gran escasez, hambre y mor-
talidad, lo que prueba lo poco que hicieron los Borbones para mejorar la agricul-
tura, el comercio y las comunicaciones. Entretanto, a pesar de los esfuerzos por 
mantener la independencia nacional, el gobierno no tuvo ni la visión ni los recur-
sos necesarios para resolver los urgentes problemas de la política extranjera. La alian-
za francesa no salvó a España, sino que acentuó su debilidad, prolongó sus guerras 
y expuso su comercio colonial a un ataque inglés. Los visitantes de la América es-
pañola que llegaron entonces a España estaban horrorizados de lo que veían: la 
que antes había sido una poderosa metrópoli se había debilitado hasta el punto 
de derrumbarse y de agradecer ser un satélite de Francia. Ahora más que nunca 
se dieron cuenta de que los asuntos españoles no eran sus asuntos y de que en Amé-
rica «nosotros no tenemos necesidad sino guardar neutralidad y seremos felices», 
como dijo Servando Teresa de Mier. Pero lo peor aún tenía que llegar. En 1807-1808, 
cuando Napoleón decidió reducir a España totalmente a su voluntad e invadió la 
península, el gobierno borbónico se hallaba dividido y el país se encontraba sin 
defensas ante el ataque. En marzo de 1808 una revolución palaciega obligó a Car-
los IV a exonerar a Godoy y a abdicar en favor de su hijo Fernando. Los franceses 
ocuparon Madrid y Napoleón indujo a Carlos y a Fernando V I I a desplazarse a 
Bayona para discutir. All í , el 5 de mayo de 1808, obligó a ambos a abdicar y al 
mes siguiente proclamó a José Bonaparte rey de España y de las Indias. 

En España el pueblo se levantó y empezó a luchar por su independencia. A f i -
nales de mayo de 1808 las juntas provinciales habían organizado la resistencia ante 
el invasor y en septiembre se formó una Junta Central que invocaba el nombre del 
rey. Ésta quería unificar la oposición frente a Francia y, en enero de 1809, publicó 
un decreto estableciendo que los dominios de América no eran colonias sino que 
eran una parte integrante de la monarquía española. 

En América estos sucesos crearon una crisis de legitimidad política y de poder. 
Tradicionalmente la autoridad había estado en manos del rey; las leyes se obede-
cían porque eran las leyes del rey, pero ahora no había rey a quien obedecer. Esta 
situación también planteó la cuestión de la estructura del poder y de su distribu-
ción entre los funcionarios imperiales y la clase dominante local. Los criollos te-
nían que decidir cuál era el mejor medio para preservar su herencia y mantener 
su control. La América española no podía seguir siendo una colonia si no tenía 
metrópoli, ni una monarquía si no tenía un rey. 
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